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IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
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PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54

 


-Asistieron, además, los ministros de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry, y de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN
 


-Se abrió la sesión a las 11.06 horas.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El acta de la sesión 9ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 10ª se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

 

 

IV. CUENTA
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

 


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
 

PERMISOS CONSTITUCIONALES.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se concederán los permisos constitucionales solicitados por la diputada señora María Antonieta Saa y por el diputado señor Exequiel Silva para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 7 y 6 de mayo en curso, respectivamente.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

 

 

V. ORDEN DEL DÍA
 

OPTIMIZACIÓN OPERATIVA DE EQUIPOS DE REGISTRO Y DETECCIÓN DE INFRACCIONES DE NORMAS DE TRÁNSITO. Primer trámite constitucional.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto que modifica diversos cuerpos legales en materia de multas de tránsito.


Diputados informantes de las Comisiones de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social; de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda, son los señores Exequiel Silva, Jaime Jiménez y la señora Carolina Tohá, respectivamente.

 


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 2904-06, sesión 9ª, en 9 de abril de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informes de las Comisiones de Gobierno Interior y de Hacienda, sesión 15ª, en 30 de abril de 2002. Documentos de la Cuenta Nºs 2 y 3.


-Informe de la Comisión de OO.PP. Documentos de la Cuenta Nº 10.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Rosa González, quien rendirá el informe en reemplazo del diputado señor Silva.

 


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social paso a informar, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto, de origen en mensaje, que modifica diversos cuerpos legales en materia de multas de tránsito, para cuyo tratamiento el Ejecutivo hizo presente la urgencia el 9 de 

abril, renovándola con fecha posterior, la cual calificó de “suma”.


La iniciativa legal persigue dos objetivos básicos: mejorar la operatoria de los equipos de detección y registro de infracciones -estos últimos llamados también “fotorradares”- y reemplazar el sistema de destinación de las multas generadas por contravención a la normativa existente en materia de velocidad vehicular.


Cabe precisar que los artículos 2º, 3º, 4º y transitorio de la iniciativa son de carácter orgánico constitucional, en virtud de los artículos 107 y 111 de la Carta Fundamental.


Asimismo, se debe consignar que el proyecto requiere trámite de Hacienda.


Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia y participación del subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, y de los asesores de esa repartición, señores Eduardo Pérez, Rodrigo Cabello y Alexis Yáñez, así como de los señores Patricio Bell, de la Subsecretaría de Transportes, y Hernán Moya, de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito.


Atendida la urgencia con que el proyecto debe ser tratado por la Comisión de Hacienda, se estimó pertinente, sin más, acompañar en anexo sendos documentos entregados por el Ejecutivo, referidos a los siguientes tópicos: a) número de infracciones a la ley de Tránsito cursadas por Carabineros en el período 1998-2001; b) montos -desglosados por comunas- de las multas de tránsito correspondientes al año 2000 y c) minuta relativa al empleo de fotorradares en otros países.


Según recuerda el mensaje, en el mes de enero recién pasado se promulgó la ley Nº 19.791, que otorgó una amnistía general a todas las personas que a la fecha de publicación de la misma -6 de febrero de 2002- habían sido denunciadas por haber cometido infracciones a las normas de tránsito, sobre la base de elementos probatorios obtenidos a partir de equipos de registro de infracciones, también conocidos como “fotorradares”. En este sentido, el mencionado cuerpo legal prescribía que, respecto de las personas que hubieren sido objeto de anotaciones en el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados o en el Registro de Multas de Tránsito no Pagadas, debía procederse a eliminar tales inscripciones.


La ley en cuestión dispuso, por otra parte, la suspensión, por el plazo de 120 días y a contar también del 6 de febrero de 2002, del uso de los fotorradares, exceptuándose los equipos portátiles o de puño utilizados por Carabineros de Chile.


Destaca luego el mensaje que la expedita aprobación por el Congreso de la ley Nº 19.791 obedeció, en gran medida, a la inquietud suscitada por la forma en que algunos municipios estaban ejerciendo la atribución de operar el sistema de registro de infracciones a través de los fotorradares. No obstante, dicha normativa significó una superación meramente temporal del problema planteado.

 

Modificación de la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja.

Respecto de este tópico, se pone de relieve la distinta naturaleza que poseen los equipos de registro de infracciones -fotorradares- y los equipos detectores de velocidad. Los primeros registran la infracción -sea a los límites legales de velocidad o al no respeto de la luz roja del semáforo-, mientras que los segundos se limitan a constatar la velocidad a que se desplaza un vehículo en un momento determinado, pero sin dejar registro de ese hecho. Es importante señalar que el actual artículo 4º de la ley Nº 18.290 otorga un reconocimiento legal a los equipos de registro de infracciones. Distinta es la situación de los equipos detectores de velocidad, cuya única fuente normativa se encuentra en el decreto supremo Nº 67, de 2001, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que permite su utilización por carabineros, inspectores fiscales e inspectores municipales.


El proyecto tiende a superar esta dispar regulación normativa de unos y otros implementos proponiendo, a través de la modificación del citado artículo 4º de la ley de Tránsito, que los equipos detectores, al igual que los equipos de registro de infracciones relativas a velocidad y luz roja, sólo podrán ser operados por carabineros e inspectores fiscales, gozando ambos medios técnicos de un reconocimiento legal expreso, y reconociéndose, desde otra perspectiva, su eficiencia para fines de prevención de accidentes de tránsito.


Un segundo aspecto que subraya el mensaje, en torno del punto enunciado en su epígrafe, se refiere a sustraer en forma permanente desde el ámbito municipal la facultad para instalar y operar los equipos de registro y detección de infracciones aludidas, confiriendo tal atribución exclusivamente a Carabineros de Chile e inspectores fiscales. Este cambio de fondo se fundamenta en la escasa legitimidad que los municipios han podido exhibir a lo largo del proceso de puesta en marcha y posterior consolidación del sistema. De este modo, se pretende también coadyuvar al restablecimiento de la imagen institucional de las municipalidades ante la comunidad.


Finalmente, y vinculado también a la reforma del sistema de operación de los equipos de registro y detección de infracciones, se logrará superar la disparidad de criterios con que operaba aquél bajo la administración de los municipios.

 

Idea matriz o fundamental.

La iniciativa legal tiene por objeto propender a una mejor gestión en lo que atañe a la operación de los equipos de registro y detección de infracciones de normas de tránsito relativas a límites de velocidad, así como a garantizar mayores niveles de transparencia en la destinación de los fondos provenientes de las multas cursadas por el quebrantamiento de tales normas, estableciendo al efecto una modalidad que opera independientemente del sistema empleado para la medición de dichas infracciones.

 

Discusión y votación.

Atendida la circunstancia de que el Ejecutivo dispuso el despacho del proyecto con carácter de “suma” urgencia, la Comisión lo discutió en general y en particular a la vez.


En general, aprobó por unanimidad la idea de legislar y compartió los argumentos esgrimidos en el mensaje, complementados por el representante del Ejecutivo.


Durante la discusión pormenorizada del articulado del proyecto, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos:


El artículo 1º, que modifica el artículo 4º de la ley Nº 18.290, de Tránsito, recibió el siguiente trato:


La letra a), que reemplaza el inciso segundo de dicho artículo -disposición que faculta a Carabineros de Chile, inspectores fiscales y municipales para operar directamente equipos de registro de infracciones-, por una norma que señala que las referidas autoridades podrán emplear no sólo elementos de registro, sino también de detección de infracciones, dando así consagración legal a estos últimos, fue aprobada por 11 votos a favor y 1 en contra.


La letra b), que sustituye el inciso sexto -el cual, en síntesis, establece que los equipos empleados para los fines a que se refiere el mismo precepto pueden ser de propiedad de particulares, regulando asimismo las modalidades y prohibiciones de los contratos que al efecto sean celebrados con éstos-, por una disposición que prescribe que los aludidos equipos podrán ser operados únicamente por carabineros e inspectores fiscales, fue aprobada por 8 votos a favor, 1 en contra y una abstención. Y con idéntico quórum, una indicación de la señora González, doña Rosa, y de los señores Rojas y Silva, que suprime la referencia a los inspectores fiscales.


El resto de la discusión en particular figura en el informe que está en poder de los señores diputados.


En resumen, el proyecto reserva a Carabineros la facultad de operar equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja; permite a inspectores fiscales y municipales, además de carabineros, la utilización de equipos para el registro y detección de otro tipo de infracciones, y señala que lo recaudado por concepto de multas por exceso de velocidad, cualquiera sea el medio empleado para su detección, se distribuirá en un 18 por ciento al Sename y en un 82 por ciento al Fondo Común Municipal.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Jiménez.

 


El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, voy a dar lectura al informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones sobre el proyecto, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, que modifica diversos cuerpos legales en materia de multas de tránsito, cuya urgencia ha sido calificada de “suma” para todos sus trámites.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 30 de abril de 2002, acordó remitir a esta Comisión el proyecto en estudio, a fin de que emita un informe antes del 6 de mayo, lo que así ocurrió.


La señalada iniciativa legal fue informada anteriormente por la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social y por la Comisión de Hacienda.


Para el estudio del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal Salinas; del asesor señor Alexis Yáñez Alvarado y del fiscal señor Eduardo Pérez Contreras, ambos de dicha repartición; del subsecretario de Transportes, señor Patricio Tombolini; del asesor del subsecretario, señor Patricio Bell Avello; del fiscal señor Lautaro Pérez Contreras; de la abogada del Departamento Legal, señora Verónica León Moraga, y de los asesores señores Jorge Huerta Jemio y Víctor Hugo Villalobos Díaz, todos de la Subsecretaría de Transportes, y de la ingeniera, señora Georgina Febré Gacitúa, y del abogado señor Rafael Ibarra Coronado, ambos representantes de la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas.


En el mensaje se indica que el proyecto tiene por objeto lo siguiente:

a)
Optimizar la gestión en materia de operación de los equipos de registro y detección de infracciones -fotorradares- de normas de tránsito relativas a los límites de velocidad y a las luces rojas semaforizadas, y

b)
Garantizar mayores niveles de transparencia en la destinación de los fondos provenientes de las multas cursadas por contravención a la normativa existente en materia de velocidad vehicular.


Para el estudio del proyecto, concurrió a la Comisión el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, quien expuso el parecer del Ejecutivo respecto de la iniciativa en informe.


Explicó que el proyecto se origina en la decisión adoptada por la Cámara de Diputados el pasado 9 de enero, al aprobar el proyecto de ley que suspendió la vigencia de los fotorradares y amnistió a todos los conductores denunciados por infracciones de tránsito sobre la base de un elemento probatorio producido por un fotorradar. En el debate habido en esa ocasión, el Congreso pidió al Ejecutivo patrocinar un proyecto de ley que subsanara definitivamente las razones que motivaron esa legislación dentro del plazo establecido por la propia leyNº 19.791, que vence el 6 de junio próximo.


Algunos municipios tienen ingresos como producto de la recaudación de multas del tránsito que escapan a toda racionalidad. Se trata de municipios cuyo territorio está en las carreteras o cerca de ellas. Por ejemplo, el 21,2 por ciento de los ingresos totales de la municipalidad de Sierra Gorda deriva de la recaudación de multas del tránsito.


Expresó que la distorsión se produce porque la fiscalización de las normas del tránsito, que la ley encarga a los municipios, no puede ser utilizada como mecanismo de recaudación adicional, pues ese criterio va en directo perjuicio de quien utiliza un vehículo como medio de transporte, sea público o privado.


A partir de ese diagnóstico y del debate habido en el Parlamento cuando se discutió la ley Nº 19.791, el Ejecutivo propone lo siguiente:

a)
No eliminar los fotorradares. Un informe, con la experiencia y resultado de muchas ciudades de países desarrollados y de América Latina en las que se ha aplicado el fotorradar, demuestra que al emplearse ese instrumento disminuyen los accidentes de tránsito y, consecuentemente, las muertes por esa causa.

b)
Traspasar la administración de los fotorradares a Carabineros de Chile.

c)
Desvincular el fotorradar del financiamiento municipal directo. El proyecto propone que el producto de las multas de las infracciones detectadas por fotorradares administrados por carabineros vaya al Fondo Común Municipal. Esta es una solución intermedia entre las dos posiciones planteadas. Una, sugiere sacar del sistema municipal toda la recaudación por multas de tránsito. El año pasado, los municipios del país recaudaron 30 mil millones de pesos por ese concepto, lo que equivale al 10 por ciento del Fondo Común Municipal, por lo que esa posición fue descartada. Otra opción propone llevar el ciento por ciento de la recaudación por multas del tránsito al Fondo Común Municipal. Ésta también fue descartada, debido a que parte importante de la estructura de jueces y juzgados de policía local es mantenida con esa recaudación.


Con esta solución se rompe el vínculo potencialmente perverso entre la empresa que opera el fotorradar y el alcalde de la comuna en la que esos equipos están instalados.


Señaló que, con la misma lógica, se amplía el Fondo Común Municipal a las multas por exceso de velocidad. Carabineros de Chile sostiene que el año 2001 cursó 460 mil infracciones sólo en las diez contravenciones más frecuentes, esto es, conducir a exceso de velocidad, estacionar en sitio prohibido, transitar con revisión técnica vencida, transitar con neumáticos en mal estado, no respetar la señal “pare”, transitar con luces incompletas, etcétera. De ésas, los partes por exceso de velocidad alcanzan a 121.075, casi el 25 por ciento o la cuarta parte de las infracciones más cometidas.


En cifras, el total de infracciones llega a los 30 mil millones de pesos. De esa cantidad, lo que se recauda por exceso de velocidad, incluidos los fotorradares, los equipos detectores de velocidad u otro medio, alcanza a 4.600 millones de pesos.


Por esa razón, la segunda parte del proyecto señala que también irán al Fondo Común Municipal las multas por exceso de velocidad distintas de las recaudadas por fotorradares (radar de puño u otra vía).


En resumen, al promulgarse la ley, las multas por fotorradares irán al Fondo Común Municipal. Las multas de las infracciones por exceso de velocidad detectadas con elementos distintos de un fotorradar lo harán a contar del 1 de enero de 2004. Con esto se evita que los alcaldes cuyos municipios no cuentan con fotorradares se puedan tentar y cursar infracciones por exceso de velocidad basados en otros elementos.


Indicó que, ante el argumento de algunos alcaldes de que con estas medidas quedarán sin recursos para pagar los sueldos a los jueces, el Ejecutivo responde que el 85 por ciento de los recursos alcanza para mantener en buen estado el sistema de juzgados de policía local.


Además, de los 341 municipios, sólo 95 reciben recaudación por multas de tránsito fundadas en exceso de velocidad. El resto casi no tiene ingresos por esta vía.


Finalmente, recalcó que el proyecto no es para que los municipios tengan más ni menos recursos. Si se dijera que el ciento por ciento de lo recaudado por fotorradares irá al Fondo Común Municipal y que el resto de las multas por exceso de velocidad irá directamente al municipio, podría ocurrir que se tratara de recaudar más por esa vía, afectando a los conductores.


También concurrió a la sesión el subsecretario de Transportes, señor Patricio Tombolini, quien señaló que el principal objetivo del proyecto es separar la parte relativa a la recaudación que se genera por el control de las normas de tránsito, del uso que tienen los fotorradares para detectar las infracciones.


Recordó que el conflicto se generó por la desconfianza que tenían los conductores, y la ciudadanía en general, por el abuso que se hizo de los fotorradares, pues, en lugar de utilizarse para reducir los accidentes de tránsito, se usaron como fuente de ingresos para los diferentes municipios.


Finalmente, señaló que con la modificación que se hace para operar los equipos de registro y detección de infracciones, se logrará superar la disparidad de criterios que existía bajo la administración de los municipios. 


Cabe señalar que los diputados integrantes de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones compartieron plenamente la idea de legislar sobre la materia en estudio. Sin embargo, la Comisión estimó necesario realizar una discusión particular respecto del proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, razón por la cual se adoptaron los siguientes acuerdos:

 

Artículo 1º.

Mediante este artículo se modifica el artículo 4° de la ley N° 18.290, de Tránsito, en la siguiente forma:

a)
Se reemplaza el inciso segundo por el siguiente:


“Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro y de detección de infracciones”.


La disposición vigente del inciso segundo faculta a Carabineros de Chile e inspectores fiscales y municipales para operar directamente los equipos de registro de infracciones.

b)
Se reemplaza el inciso sexto por el siguiente:


“Los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja sólo podrán ser operados por Carabineros de Chile”.


El actual inciso sexto dispone que, para que Carabineros o los inspectores fiscales o municipales puedan utilizar los equipos de registro de infracciones de propiedad de particulares, los contratos con éstos deberán celebrarse luego de licitación pública, en cuyas bases se establecerá que el contrato será adjudicado al proponente que efectúe la mejor oferta económica. Se prohíbe estipular en los contratos la obtención de un número mínimo de películas, fotografías u otros de los elementos probatorios a que se alude en el inciso tercero, durante un período determinado, o la presentación de alguna cantidad de denuncias, así como relacionar, directa o indirectamente, el valor de los servicios con la cantidad de elementos probatorios obtenidos o de denuncias efectuadas, ni con el monto de las multas aplicadas o percibidas.


Los diputados García, don René Manuel, Vargas y el que habla formulamos una indicación para sustituir el inciso segundo, que se reemplaza mediante la letra a), por el siguiente: “Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro de infracciones con y sin registro de imágenes”.


El diputado René Manuel García, patrocinante de la indicación, señaló que la propuesta tiene por objeto aclarar que existen dos tipos de equipos: unos que registran la infracción mediante una fotografía y otros que registran sólo un dato, mas no una imagen, como los radares de puño utilizados por carabineros. 


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 6 votos a favor y 4 en contra.


Los diputados señores Alvarado y Salaberry formularon indicación para agregar, en la letra a), a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”. 


El diputado Alvarado, patrocinante de la indicación, explicó que la propuesta tiene por finalidad que el uso de los fotorradares se aplique en función de los reglamentos que actualmente existen o que se dicten en el futuro, y que no puedan utilizarse los que no se ajusten a esa reglamentación.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. 


El Ejecutivo formuló indicación para agregar, en el nuevo inciso sexto del artículo 4º de la ley Nº 18.290, que propone el proyecto, a continuación de la expresión “Carabineros de Chile”, las palabras “e inspectores fiscales”.


Los fundamentos del Ejecutivo para reponer las palabras “e inspectores fiscales” son los siguientes:


En enero pasado se promulgó la ley Nº 19.791, que suspendió por el plazo de ciento veinte días, a contar del 6 de febrero de 2002, el uso de fotorradares, exceptuándose los equipos portátiles o de puño utilizados por Carabineros de Chile.


El ingreso de la aludida ley a tramitación y su posterior y expedita aprobación por el honorable Congreso Nacional fueron motivados por la profunda inquietud suscitada a raíz de la forma en que algunos municipios estaban ejerciendo la atribución que los facultaba para operar el sistema de registro de infracciones a través de los ya mencionados fotorradares.


Sin embargo, el referido cuerpo legal sólo proporcionó una solución de carácter temporal, comprometiéndose en dicha oportunidad los poderes colegisladores a generar una solución legislativa permanente que, estableciendo una mayor transparencia en la administración y operación de los referidos equipos, permitiera, al mismo tiempo, cautelar la seguridad de las personas en materia de tránsito público.


Por lo tanto, en este contexto, el proyecto propuso, como uno de sus pilares fundamentales, sustraer definitivamente del ámbito municipal la facultad para instalar y operar los equipos de registro y detección de infracciones precedentemente aludidos, y encomendar tal atribución exclusivamente a Carabineros de Chile y a los inspectores fiscales.


Se estimó que el cambio en la operación de los equipos de registro y detección de infracciones, entregados ahora a operadores nacionales, permitiría poner término a la disparidad de criterio con que operaba el sistema bajo el control municipal.


Sin embargo, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social de nuestra Corporación suprimió la facultad de los inspectores fiscales para operar los equipos en cuestión, debilitando con ello gravemente uno de los aspectos fundamentales de la iniciativa en estudio.


En consecuencia, el Ejecutivo manifestó su firme deseo y voluntad de que la aludida facultad sea repuesta en su integridad, para lo cual esgrimió las siguientes razones:


El inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 18.290, de Tránsito, dispone que Carabineros de Chile y los inspectores fiscales y municipales son los encargados de supervigilar el cumplimiento de las disposiciones a que se refiere el citado cuerpo legal, sus reglamentos y las de transporte y tránsito terrestre que dicten el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o las municipalidades, debiendo denunciar al juzgado que corresponda las infracciones o contravenciones que se cometan.


Agrega que la facultad fiscalizadora genérica otorgada por la ley de Tránsito a Carabineros de Chile y a los inspectores fiscales y municipales emana de la naturaleza misma de las competencias y atribuciones que el conjunto del ordenamiento jurídico les ha reconocido a cada uno de ellos.


Así, en el caso de Carabineros de Chile, existe un claro mandato de fuente constitucional contenido en el inciso segundo del artículo 90 de nuestra Carta Fundamental, que prescribe que corresponde a la policía uniformada el rol de otorgar eficacia al derecho, así como garantizar el orden público y la seguridad interior en la forma en que lo determinen sus leyes orgánicas.


En lo que atañe a los inspectores municipales, su labor de supervigilancia se encuentra en directa armonía con la disposición contenida en el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.290, de Tránsito, en cuanto dispone que las municipalidades son las encargadas de dictar las normas específicas destinadas a regular el funcionamiento de los sistemas de tránsito en sus respectivas comunas.


Finalmente, y en cuanto a los inspectores fiscales, cabe destacar que el año 1992, la ley Nº 19.171 los incorporó como actores relevantes de la función fiscalizadora en materia de normas de tránsito y transporte terrestre, con la finalidad de permitir que el control en estas materias pudiera ser efectuado también por estos agentes públicos, reduciendo, de esta forma, la necesidad de destinar personal policial a las mencionadas funciones, obteniendo con ello una utilización más eficiente y racional de los recursos humanos del fisco.


Luego, la inclusión en la ley de Tránsito de los inspectores fiscales como agentes públicos dotados de la facultad de supervigilar la normativa de tránsito y transporte terrestre, es una consecuencia perfectamente armónica y coherente con las regulaciones legales y reglamentarias existentes sobre el particular, las que confían a los entes estatales, especialmente representados por los ministerios del ramo, la principal responsabilidad de fiscalizar el adecuado cumplimiento de los preceptos relativos al tránsito y al transporte terrestre.


En cuanto al rol de los inspectores fiscales en materia de concesiones de obras públicas, el artículo 42 del decreto supremo Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones, en su inciso primero dispone que cuando un usuario de una obra dada en concesión incumple el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tiene derecho a cobrarla judicialmente. El inciso segundo de la misma norma prescribe, por su parte, que en el juzgamiento de estas infracciones constituyen medios de prueba las fotografías, los videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.


Por lo tanto, la ley de Concesiones, en armonía y como un complemento de la tarea fiscalizadora que les reconoce el citado artículo 4º de la ley Nº 18.290 en materia de tránsito y transporte terrestre, asigna a los inspectores fiscales un rol muy importante en lo que es la tarea de fiscalización del Ministerio de Obras Públicas respecto de las vías públicas por él concesionadas.


Lo anterior se explicita a través de la tarea de control que la referida Secretaría de Estado despliega, precisamente a través de inspectores fiscales y con el apoyo de los medios de prueba aludidos, destinada a denunciar infracciones configuradas por el no respeto de la luz roja del semáforo, en aquellas plazas de peaje que utilizan este mecanismo para ordenar la detención de un vehículo, regulando con ello el flujo de tránsito en la vía concesionada, en tanto no se pague la tarifa o peaje. Igual mención merecen las funciones de fiscalización que cumplen los aludidos inspectores en materia de túneles, cuya construcción contempla, sobre las pistas de circulación, señales luminosas que indican autorización o prohibición para circular, así como las referentes a controles relativos a desvíos motivados por ejecución de obras y señalética derivada de emergencias invernales.


Es necesario puntualizar también que, según lo dispuesto en el artículo 40 de la aludida ley de Concesiones, el Ministerio de Obras Públicas se encuentra dotado de la facultad privativa y especial destinada a regular y fijar los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión, de acuerdo con el mencionado cuerpo legal, por lo que en el cumplimiento de estas regulaciones también les cabe un rol fundamental a los inspectores fiscales.


Finalmente, el Ejecutivo expresa que la eliminación de los inspectores fiscales priva a la autoridad de las facultades necesarias para el adecuado cumplimiento de sus funciones y que dicha supresión nada tiene que ver con la superación de las deficiencias detectadas en la operación del sistema de registro o detección de infracciones por vulneración de luz roja o de velocidad, aspectos que inspiran al proyecto en informe.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes.


El colega Patricio Hales formuló indicación para agregar, en el nuevo inciso sexto del artículo 4º de la ley Nº 18.290 que el proyecto propone, a continuación de la expresión “Carabineros de Chile”, las palabras “o inspectores fiscales”, a diferencia de la indicación del Ejecutivo que utilizaba la conjunción “e”.


El diputado señor Hales explicó que los fundamentos de su indicación eran los mismos planteados por el Ejecutivo, pero que la conjunción disyuntiva “o”, en lugar de la copulativa “e”, otorga mayor claridad en cuanto a que no es necesaria la existencia conjunta, coetánea y copulativa de un carabinero y de un inspector fiscal para efectuar el control mediante el uso de equipos de registro de infracciones.


Además de lo planteado por el colega Hales, varios diputados manifestaron estar de acuerdo con reincorporar a los inspectores fiscales en la norma establecida por el Ejecutivo. Agregaron que con ello se podrá liberar a Carabineros de Chile de la tarea de fiscalizar las infracciones de las normas del tránsito y destinarlos a labores de prevención de la delincuencia, reconocidas como fundamentales por los miembros de la Comisión.


Respecto de la destinación de carabineros a la seguridad ciudadana, el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Vidal, aclaró que los fotorradares no requieren la presencia masiva de carabineros en la calle, pues se trata de una máquina que opera sola. Es distinto el caso del detector de velocidad, que sí necesita un funcionario policial.


Dijo que la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, Conaset, es el organismo técnico que determina dónde instalar los fotorradares; que Carabineros de Chile es el organismo que fiscaliza, y que la adquisición de los fotorradares se hará con cargo al presupuesto de Carabineros de Chile y con aportes de los gobiernos regionales y del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, explicación que satisfizo a los miembros de la Comisión.


La abogada de la Subsecretaría de Transportes, señora León, se refirió al marco jurídico regulatorio y a las facultades fiscalizadoras que tienen los inspectores fiscales, tanto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones como de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, en términos similares a los planteados en los fundamentos de la indicación del Ejecutivo.

La ingeniera de la Coordinación General de Concesiones, señora Febré, informó que tiene a su cargo el desarrollo del sistema de telepeaje en el país. Explicó que el aparato que va instalado en las pistas de cobro de telepeajes para detectar infractores que no porten un sistema de pago de la tarifa, técnicamente es un fotorradar. El inspector fiscal es el funcionario que corrobora el registro de la infracción. Si bien no existe la infracción de tránsito consistente en el no pago del peaje, el fotorradar permitirá la aplicación del artículo 42 de la ley de Concesiones, que da derecho al concesionario a cobrar judicialmente la tarifa o peaje no pagado, con una indemnización compensatoria equivalente a cuarenta veces el pago incumplido, más el reajuste, según el índice de precios al consumidor, IPC, entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo, o bien el valor equivalente a dos unidades tributarias mensuales, estando obligado el juez a aplicar el mayor valor. Además, el inciso segundo de ese precepto señala que, “en el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

 

Artículo 2°.

Mediante este artículo se modifica el inciso segundo del artículo 14 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, de la siguiente forma:

a)
Se reemplazan, en el número 4, la conjunción “y” final y la coma que la antecede, por un punto y coma.

b)
Se sustituye, en el número 5, el punto aparte por una coma seguida de la conjunción “y”.

c)
Se agrega el siguiente número 6, nuevo:


“6.- Un 82% de lo recaudado por multas impuestas por los Juzgados de Policía Local, por infracciones o contravenciones a las normas de tránsito relativas a exceso de velocidad, cualquiera sea el medio empleado para su detección”.


Los colegas Becker, Valenzuela y Ximena Vidal formularon indicación para reemplazar, en la letra c), el número 6, nuevo, por el siguiente:


“6.- Un 50% de lo recaudado por multas impuestas por los juzgados de policía local, por infracciones o contravenciones de las normas de tránsito relativas a exceso de velocidad, cualquiera que sea el medio empleado para su detección”.


El colega Becker, patrocinante de la indicación, expresó su preocupación por el destino al Fondo Común Municipal de casi todos los fondos recaudados por multas por exceso de velocidad, pues eso les restará recursos a los municipios para atender los juzgados de policía local. Además, consideró peligroso que, por extremar las medidas, no se logre el objetivo deseado. Los municipios no fiscalizarán con celo los excesos de velocidad si no reciben el producto de las multas. Dicho efecto, que puede ser perverso, se evitaría si sólo el 50 por ciento de lo recaudado por exceso de velocidad fuera al Fondo Común Municipal, y el 32 por ciento restante permaneciera en la comuna en que se aplicó la multa.


Algunos colegas consideraron que no es necesario que los recursos provenientes de las multas del tránsito detectadas mediante fotorradares se destinen al Fondo Común Municipal, pues el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictó la reglamentación sobre estándares técnicos y de uso para los equipos de registro de infracciones, sobre estándares técnicos para equipos detectores de velocidad y, asimismo, estableció las normas sobre instalación de equipos de registro de infracciones al límite de velocidad e infracciones de luz roja en lugares semaforizados, todo lo cual ha desincentivado el uso perverso de los fotorradares. En consecuencia, en la medida en que esos equipos sean operados por Carabineros -no por funcionarios municipales- y se cumpla la reglamentación dictada, está de más que el producto de las multas vaya al Fondo Común Municipal.


El subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Vidal, aclaró que el proyecto de ley no persigue quitarles recursos a los municipios, porque el 85 por ciento de la recaudación por multas de tránsito sigue en el municipio, ya que la recaudación por exceso de velocidad representa sólo el 15 por ciento.


El asesor del subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Alexis Yáñez, explicó que las multas por exceso de velocidad alcanzan a 4.600 millones de pesos al año, lo que representa sólo el 0,5 por ciento de los recursos que maneja el sistema municipal, sin contar las transferencias por salud y educación. Esos recursos reingresarían a los municipios por la vía del Fondo Común Municipal; es decir, el 90 por ciento se reparte con criterios de equidad; el 5 por ciento, con criterios de emergencia, y el otro 5 por ciento, con criterios de gestión. En un promedio general, los 19 municipios que tienen más del 10 por ciento de dependencia de las multas recuperan, al menos, el 30 por ciento de lo que habrían dejado de percibir, y todos los demás municipios se verían beneficiados por este concepto.


Por último, indicó que el impacto económico es irrelevante, sobre todo antes del 1 de enero del año 2004.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por 6 votos en contra y 3 abstenciones.


Los colegas Alvarado y Salaberry formularon indicación para eliminar el artículo 2º.


Puesta en votación, fue rechazada, sin debate, por 2 votos a favor, 6 en contra y 2 abstenciones.

 

Artículo 3°.

Por medio de este artículo, se reemplaza el artículo 55 de la ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de los Juzgados de Policía Local, por el siguiente:


“Artículo 55.- Las multas que los juzgados de policía local impongan no estarán afectas a recargo legal alguno y serán a beneficio de la comuna en cuyo territorio se cometió la infracción, salvo aquellas que, según dispone el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley N° 18.695, deben ser destinadas al Fondo Común Municipal. Con todo, un 18% de todas esas multas se destinará al Servicio Nacional de Menores para la asistencia y protección del menor en situación irregular, para cuyo efecto, las municipalidades deberán poner a disposición del señalado Servicio a lo menos quincenalmente estos recursos”.


Los colegas Becker, Valenzuela y Ximena Vidal formularon indicación para sustituir el artículo 55 de la ley Nº 15.231, que se propone reemplazar mediante el artículo 3º del proyecto de ley, por el siguiente:


“Artículo 55.- Las multas que los juzgados de policía local impongan no estarán afectas a recargo legal alguno y serán a beneficio de la comuna en cuyo territorio se cometió la infracción, salvo aquellas que, según dispone el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, deban ser destinadas en el 50% al Fondo Común Municipal, permaneciendo el 32% como ingreso propio de la comuna. Con todo, el 18% de todas esas multas se destinará al Servicio Nacional de Menores para la asistencia y protección del menor en situación irregular, efecto para el cual las municipalidades deberán poner a disposición del señalado Servicio a lo menos quincenalmente estos recursos”.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por 6 votos en contra y 3 abstenciones.


Los colegas René Manuel García y Vargas formularon indicación para sustituir el artículo 55 de la ley Nº 15.231, que propone reemplazar el artículo 3º del proyecto de ley, por el siguiente:


“Artículo 55.- Las multas que los juzgados de policía local impongan no estarán afectas a recargo legal alguno y serán a beneficio de la comuna en cuyo territorio se cometió la infracción, salvo las multas por infracciones de las normas del tránsito que hubieren sido denunciadas sobre la base de un elemento probatorio producido por un equipo de registro de infracciones con registro de imágenes, las que deben ser destinadas en el 50% al Fondo Común Municipal, permaneciendo el 32% como ingreso propio de la comuna. Con todo, el 18% de todas esas multas se destinará al Servicio Nacional de Menores para la asistencia y protección del menor en situación irregular, efecto para el cual las municipalidades deberán poner a disposición del señalado Servicio a lo menos quincenalmente estos recursos”.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por 1 voto a favor, 5 en contra y 3 abstenciones.


Los diputados señores Alvarado y Salaberry formularon indicación para eliminar el artículo 3º.


Puesta en votación, fue rechazada, sin debate, por 2 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones.

 

Artículo 4º.

Por medio de este artículo se agrega, en el inciso cuarto del artículo 24 de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, las siguientes oraciones finales: “No obstante, tratándose de aquellas multas a que se refiere el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, la municipalidad que reciba el pago enterará directamente al Fondo Común Municipal la parte de la multa que a éste corresponda, caso en el cual no procederá la deducción del 20% antes señalado. Con todo, la municipalidad que reciba el pago deberá remitir al Registro, dentro de los treinta días siguientes, el arancel que a éste corresponda, para que proceda a eliminar la anotación respectiva. Lo dispuesto en este inciso se entiende sin perjuicio de la deducción previa del 18% de benefi-cio del Servicio Nacional de Menores, establecido en el artículo 55 de la ley Nº 15.231, y cuya remisión al señalado Servicio corresponderá al municipio que reciba el pago”.


Los diputados señores Alvarado y Salaberry formularon indicación para eliminar el artículo 4º.


Puesta en votación, fue rechazada, sin debate, por 2 votos a favor, 6 en contra y 1 abstención.

 

Artículo 5º, nuevo.

Los diputados señores Becker, René Manuel García, Pareto, Salaberry, Vargas y quien habla formularon indicación para incorporar el siguiente artículo 5º, nuevo:


“Artículo 5º.- Las amnistías concedidas a los conductores denunciados por infracción de las normas del tránsito sobre la base de un elemento probatorio producido por cualquier equipo de registro, con imagen o sin ella, por el artículo 3º de la ley Nº 19.676 y por el artículo 1º de la ley Nº 19.791, deberán ser reconocidas por los juzgados de policía local que conocieron de la infracción, como asimismo por los juzgados que, en conformidad a lo establecido en los artículos 208 y 209 de la ley Nº 18.290, conocieron de los procesos de acumulación a que dieron origen las infracciones amnistiadas.


“Las Cortes de Apelaciones que conozcan las quejas en los procesos de acumulación y los recursos de apelación en los procesos a que dieron lugar las infracciones deberán reconocer las amnistías otorgadas por la ley y devolver los expedientes para su ejecución”.


El presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones legales y reglamentarias, declaró inadmisible la indicación. Sin embargo, rescatando su espíritu, la unanimidad de los presentes acordó oficiar a los tribunales correspondientes a fin de hacerles presente que muchos juzgados de policía local no han concedido las amnistías otorgadas por la ley.

 

Artículo transitorio.

Este artículo preceptúa que la integración al Fondo Común Municipal de los recursos a que se refiere el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, se efectuará a partir de la vigencia de esta ley. Se exceptúan de lo anterior los recursos por multas de tránsito por infracciones relativas a exceso de velocidad, sobre la base de elementos probatorios distintos de los equipos de registro de infracciones, los cuales deberán enterarse al Fondo Común Municipal a partir del 1 de enero del año 2004.


Los diputados señores Alvarado y Salaberry formularon indicación para eliminar este artículo.


Puesta en votación, fue rechazada, sin debate, por 2 votos a favor y 7 en contra.


Asimismo, debo informar que en enero de este año -cuando se suspendió el uso de los fotorradares- el Ejecutivo se comprometió a presentar en este trámite una indicación que rescatara el espíritu del proyecto que legisló sobre los fotorradares, en cuanto a devolver al Servicio de Registro Civil la facultad de llevar el llamado “dicom de los automovilistas” o registro nacional de multas impagas. Dicha institución no sólo cuenta con software, sino que está capacitada para prestar este servicio sin afán de lucro y en forma transparente. Esa situación fue modificada en el Senado, sin que en la Cámara hayamos recibido explicación alguna hasta el momento.


Por eso, con el objeto de reponer el espíritu original del proyecto, el Ejecutivo se comprometió a enviar hoy una indicación que restablezca esa facultad del Servicio de Registro Civil. Esto porque, a fin de dar cumplimiento a la modificación introducida en el Senado, en noviembre del año pasado, la Subsecretaría de Transportes, mediante decreto, debió llamar a licitación para entregar a los privados la administración del llamado “dicom de los automovilistas” o registro nacional de multas impagas, por un período de cinco años. La indicación concordada restituye al servicio ya mencionado la función de llevar dicho registro, transcurrido este período.


Por último, se designó diputado informante a quien habla, y en el acta respectiva se consigna que asistieron a la sesión los diputados señores Alvarado, Ceroni, Delmastro, Espinoza, René Manuel García, Hales, Meza, Pareto, Salaberry, el diputado que habla y, además, los diputados Becker y Felipe Letelier.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Carolina Tohá, informante de la Comisión de Hacienda.

 


La señora TOHÁ (doña Carolina).- Señor Presidente, en primer lugar, debo informar que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto antes de que fuera visto por la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones; por lo tanto, las indicaciones formuladas en ésta no figuran en el informe.


Se aprobó por unanimidad la idea de legislar y tres de los cuatro artículos del proyecto, porque el 2º fue objeto de una abstención. 


Asistieron a la Comisión el subsecretario de Desarollo Regional y Administrativo, don Francisco Vidal, acompañado de sus asesores, y los diputados señores José Miguel Ortiz, quien la presidió; Claudio Alvarado, Alberto Cardemil, Patricio Cornejo, Julio Dittborn, Camilo Escalona, Enrique Jaramillo, Eduardo Lagos, Exequiel Silva, Gastón von Mühlenbrock y la diputada que habla, quienes contribuyeron con su voto a la aprobación del proyecto.


La iniciativa tuvo su origen en la polémica, por todos muy conocida, respecto de los abusos en el uso del sistema de fotorradares para detectar infracciones por exceso de velocidad. En su formulación final, el texto aprobado en la Comisión es más amplio y busca regular, de manera general, un sistema mejor e integrado, tanto de detección como de sanción de los excesos de velocidad, que incluye a los fotorradares y a otros sistemas de detección de infracciones de tránsito.


Se optó por esta solución porque, originalmente, el sistema de fotorradares había causado rechazo en la ciudadanía y fue objeto de gran polémica. Sin embargo, un examen más profundo demostró que si son bien utilizados pueden constituir una herramienta muy eficaz para prevenir y sancionar las infracciones por exceso de velocidad.


Recordemos que el exceso de velocidad es culpable de una gran cantidad de accidentes de tránsito y que, por lo general, pasar con luz roja los origina. En 2000, en Chile hubo más de 500 muertos por esta causa, y de los casi 6 mil lesionados, 898 resultaron con lesiones graves. Esta es una herramienta útil y, por lo tanto, el Ejecutivo -criterio que fue respaldado por nuestra Comisión- estimó conveniente utilizarla de manera adecuada e integrarla a un sistema más complejo de detección y sanción de las infracciones por exceso de velocidad.


El proyecto de ley busca un sistema más efectivo en su conjunto, es decir, que permita reducir accidentes, muertes y las infracciones por exceso de velocidad y, al mismo tiempo, asegure que no se prestará para abusos, es decir, que no sea utilizado para fines distintos, y particularmente para recaudar fondos para algunas municipalidades.


El texto aprobado en la Comisión incluye las infracciones por exceso de velocidad y, especialmente, todos los medios que existen para detectarlas, como el detector de velocidad conocido como la pistola, el fotorradar y la observación directa por parte de funcionarios autorizados.


Para lograr el objetivo de integrar todos esos elementos en un sistema coherente y único, el proyecto propone separar las distintas responsabilidades que comprende un sistema de este tipo. En primer lugar, la operación de los instrumentos de apoyo para cursar las infracciones por parte del organismo más idóneo en materia de seguridad del tránsito, como es Carabineros de Chile; en segundo lugar, la recaudación por el Fondo Común Municipal, órgano distinto del que opera y cursa las infracciones, en este caso los municipios, que distribuirá los fondos recaudados de acuerdo con criterios redistributivos y de solidaridad. Y en tercer lugar, los criterios técnicos, conocidos y objetivos, para establecer los lugares de instalación y los horarios de funcionamiento, en el caso de fotorradares, que estará a cargo del Seremi de Transportes, de acuerdo con lo consignado en el decreto Nº 86, de noviembre de 2001, del Ministerio de Transportes.


Esta complementariedad de tareas fue aprobada en todas sus instancias en la Comisión de Hacienda, teniendo en consideración los elementos planteados por el subsecretario de Desarrollo Regional, en particular el aspecto más controvertido del proyecto, que dice relación con las materias que trata la Comisión de Hacienda: el destino de la recaudación por infracciones por exceso de velocidad.


Como todos sabemos, hasta ahora lo recaudado por infracciones de este tipo se distribuye de la siguiente manera: el 18 por ciento, al Sename, en virtud de una ley vigente a la fecha y que se mantiene en el nuevo sistema, y el resto, al municipio que cursó la infracción, salvo en determinados casos. Cuando en la comuna no había juzgado de policía local, el municipio debía entregar un 20 por ciento a aquél en el cual se tramitaba la infracción.


En el nuevo sistema, se mantiene el 18 por ciento de la recaudación total para el Sename, y el 82 por ciento va al Fondo Común Municipal. De este modo, se elimina el sistema denominado “de peaje” entre municipios que tienen juzgado de policía local o no cuentan con él. En definitiva, los municipios dejan de recaudar directamente los recursos provenientes de las multas por exceso de velocidad, porque éstos van al Fondo Común Municipal, pero los reciben igualmente a través de los criterios de repartición que tiene este fondo. Los municipios dejan de operar sistemas de detección y los inspectores municipales dejan de tener participación en este tipo de infracciones.


En todo caso, mantienen la recaudación por concepto de multas del tránsito. Esto fue lo que llevó a la Comisión de Hacienda a considerar que el proyecto, en su conjunto, no es perjudicial para los municipios. La recaudación por el resto de las infracciones de tránsito suma alrededor del 86 por ciento de lo que se recauda por multas del tránsito en las municipalidades, o sea, estamos hablando sólo del 14 por ciento de la recaudación. Ese 14 por ciento se distribuirá igualmente entre los municipios. El punto de discusión es cómo se beneficiarán los distintos municipios con estos recursos.


De acuerdo con los antecedentes entregados en la Comisión de Hacienda por el subsecretario de Desarrollo Regional, observamos que, en general, respecto de lo que hoy recaudan por concepto de multas, los municipios más pobres saldrán favorecidos, o bien quedarán en la misma situación actual, pero los que resultarán realmente favorecidos son aquéllos por los cuales no pasa una carretera importante ni existe vía principal de transporte.


Los municipios que pueden resultar desfavorecidos son aquellos que tienen una recaudación extraordinariamente alta por el hecho de que pasan carreteras o vías muy relevantes por su territorio. No son municipios pobres y, por lo tanto, no quedarán especialmente favorecidos por el Fondo Común Municipal.


El proyecto establece un sistema por el cual los municipios que así lo deseen o les convenga podrán darse plazo hasta el año 2004 para empezar a hacer entrega de estos recursos al Fondo Común Municipal. Sólo será inmediata la entrega de los recursos recaudados por infracciones cursadas a través de fotorradares. En el resto de los casos, habrá plazo hasta el año 2004 para que el funcionamiento municipal pueda acomodarse a la nueva situación.


Por todas estas razones, la Comisión de Hacienda dio su respaldo al proyecto. Tenemos la esperanza de que en la Sala se mantenga y que finalmente se apruebe un proyecto tan significativo como éste, sobre el cual existen tantas expectativas ciudadanas.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

 


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, al parecer es muy importante esta materia porque hace mucho tiempo que no veía que tres Comisiones -Obras Públicas, Gobierno Interior y Hacienda- informaran sobre un mismo proyecto. Llama la atención que se discuta sobre el destino de los fondos que origine y se diga muy poco del resguardo de la seguridad ciudadana.


¿Cuánto han disminuido los accidentes? A eso debiéramos dar prioridad antes de ver cómo se reparten los recursos. Para mí, por lo menos, la vida humana tiene prioridad a la repartición de unos pocos recursos.


En el análisis de esta iniciativa se pueden sacar varias conclusiones. Por ejemplo, tiempo atrás existía el parte por encargo. En la plaza de pesaje lo detenían y le decían: “Señor, usted está encargado desde hace seis kilómetros porque venía a exceso de velocidad”. Absolutamente ilegal. El año pasado se llegó a un acuerdo y se dictó una ley que eliminó los partes por encargo y dejó sólo los de carabineros.


Ahora, no estamos por rechazar la idea de legislar, pero no queremos que se desvista un santo para vestir a otro. En verdad, nuestra postura es clara y precisa.


Presentamos una indicación para que se destinara un 18 por ciento al Sename, lo que nos parece justo; un 32 por ciento a las municipalidades que tienen fotorradares, y el 50 por ciento, al Fondo Común Municipal.


Por su parte, el Gobierno dice algo contrario: el 82 por ciento al Fondo Común Municipal y el 18 por ciento, al Sename.


¿Cuánto recibirá cada municipio de los 4.600 millones de pesos? ¿Diez millones? ¿Quince millones? No lo sé. Me gustaría saber cómo se hará la repartición. ¿Se dividirán los 4.600 millones por 341, que es el número de municipios? Me preocupa que no haya claridad respecto del reparto de estas platas.


Quiero ser muy preciso: si no llegamos a un acuerdo sobre la materia, vamos a votar en contra del proyecto que ha presentado el Ejecutivo. Es más, algunos diputados de Renovación Nacional que estaban dispuestos a votarlo a favor, se van a abstener. Es decir, no habrá votos a favor de nuestra parte, y queremos dejarlo aclarado desde ya, antes de discutir el tema de fondo, cual es cómo van a repartirse los dineros. Ésa es la discusión de fondo. Se crea la figura de los inspectores fiscales. Conforme, lo que ustedes quieran, pero no hagamos las cosas mal.


Al que tiene ingenio para recaudar fondos destinados a su municipalidad con el objeto de resguardar la vida de las personas mediante estos aparatos, lo desnudan y le quitan la plata. Lo mismo ocurrirá con las comunas que tienen casino de juegos: hay un proyecto en estudio para que el Fondo Común Municipal reparta esos recursos. Después, en la denominada ley de Rentas II, otra merma a todas las municipalidades. Han subido 18 veces los impuestos y quieren seguir subiéndolos. Entonces, hagamos claridad y debatamos cuál será el destino de estos fondos.


Por tanto, si no se aprueban las indicaciones que hemos presentado con el objeto que he explicado, vamos a votar en contra porque consideramos que esto es un abuso hacia las municipalidades, que son las que deben resguardar la vida de las personas.


Aun cuando se señala que a través del Fondo Común Municipal se favorecerá a las personas, aparte de resguardar su vida, ¿qué incentivo puede tener una municipalidad si le dicen que debe entregar toda la plata? ¿Saben lo qué pasará? Irá el alcalde de cualquier municipalidad a decirle a Carabineros: “Como yo soy el que financio la bencina, los neumáticos y las motos, de ahora en adelante, en lugar de sacar 10 partes, saquen 30 al día para recuperar la plata que nos quitaron”. Ésa será la solución. Por eso debemos analizar los detalles.


Pero hay algo que voy a decir honestamente. Estoy de acuerdo con los fotorradares, aunque parezca una contradicción, porque los mismos no tienen preferencia. ¿Alguno de ustedes ha visto a algún carabinero detener un vehículo de Chilexpress? ¿O a los camiones que reparten los diarios, o a un bus? En la carretera, si uno sigue una camioneta de Chilexpress, al igual que a los camiones repartidores de diarios, verá que su velocidad no baja de 140 kilómetros por hora. Nunca les han pasado un parte. En consecuencia, el sistema del fotorradar capta la velocidad y no le importa si es camión de correos o lo que sea. Por eso soy partidario de ellos. 


Otra cosa. Colegas parlamentarios, cuando un carabinero detiene a una persona porque viene a exceso de velocidad, ¿han visto algo más deningrante que salga de debajo de una alcantarilla con la pistola de radar? ¿Es digno de Carabineros de Chile, la institución más prestigiosa que tiene el país, recurrir a eso para recaudar fondos?


Por eso queremos claridad respecto de cómo se repartirán los dineros. No creo que exista incentivo si se les quita la plata a las municipalidades y se deja, por ende, de resguardar la vida de las personas. No se puede desvestir un santo, que ya está recibiendo recursos y ha hecho su presupuesto en base a ellos, para vestir a otro.


Además, el ministro de Transportes sabe perfectamente que la ley sería irrelevante si se aplicara el reglamento, porque éste contempla, paso a paso, los aspectos que estamos viendo a propósito de este proyecto.


Por otra parte, aparte de lo que se establece en él, debemos regular las velocidades “caza-bobos”, porque en las vías se establecen varias restricciones: 20 kilómetros por hora, 50, 70, etcétera. O sea, no existe la posibilidad de un desplazamiento continuo y “se caza” a las personas.


Si no hay claridad en el proyecto en cuanto a cómo se manejarán los fondos, cuál será la reglamentación para la instalación de los fotorradares y qué criterio se aplicará respecto de la repartición de recursos a través del Fondo Común Municipal, algunos diputados de mi bancada van a votar en contra y otros se van a abstener.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro señor Javier Etcheberry.

 


El señor ETCHEBERRY (Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en este proyecto de ley, el Ejecutivo recoge el verdadero clamor de los diputados y senadores que se expresó a fines del mes de enero, en cuanto a terminar con el sistema de fotorradares porque, a juicio de ellos, era abusivo por la forma en que se estaba aplicando.


Al respecto, debo recordar que se suspendió la utilización de los fotorradares hasta el 6 de junio, según la ley Nº 19.791. Por lo tanto, hay urgencia en legislar sobre la materia.


Esta iniciativa legal busca optimizar la gestión de la operación de los equipos de registros y detección de infracción de normas de tránsito referente a la velocidad y luces rojas semaforizadas. Es importante este punto.

En el artículo 1º, letra a), se reemplaza el inciso segundo por el siguiente: “Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro y de detección de infracciones”.


Al respecto, conviene distinguir que en el “registro de infracciones” -tal como la palabra lo dice- queda la prueba de que hubo una infracción. En cambio, la “detección de infracciones” puede hacerse mediante las pistolas de fotorradar que utiliza Carabineros. Se detecta la infracción por parte del ministro de fe, pero no queda un registro. 


Nos parece necesario que ambas formas de detectar las infracciones queden en la ley. 


También nos parece importante que en el artículo 1º la letra b), que reemplaza el inciso sexto del artículo 4º de la ley Nº 18.290, diga lo siguiente: “Los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja sólo podrán ser operados por Carabineros de Chile e inspectores fiscales”. Pensamos que no es bueno que los inspectores municipales sigan operando estos equipos, porque se han cometido muchos abusos. Es indispensable que lo haga Carabineros de Chile, pero también los inspectores fiscales. Voy a explicar por qué.


Resulta que, para los efectos de las obras viales concesionadas...

 


-Hablan varios señores diputados a la vez.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ruego a los señores diputados guardar silencio.


Puede continuar el señor ministro.

 


El señor ETCHEBERRY (Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, es importante que carabineros e inspectores fiscales operen -voy a explicar la razón- los fotorradares, equipos tecnológicos que permiten detectar o registrar las infracciones a la ley de Tránsito.


En todas las carreteras, la operación de los aparatos para detectar las infracciones a los límites de velocidad debe corresponder a los inspectores fiscales de Obras Públicas.


En las vías urbanas, el sistema que determinará quiénes pagarán peaje será nuevo y totalmente electrónico. No existirán barreras ni personas para cobrarlo al ingresar a la carretera concesionada. Los grandes volúmenes de tráfico que ingresarán, por ejemplo a la Costanera Norte o al anillo Américo Vespucio, en Santiago -sólo por dar algunos ejemplos-, no permiten utilizar el sistema tradicional. Censores electrónicos detectarán los vehículos que tienen los aparatos que los autorizan a entrar, de modo que se pueda deducir, a quien corresponda, el importe según los kilómetros que haya recorrido. Obviamente, dichos aparatos electrónicos deberán ser operados por los inspectores fiscales del Ministerio de Obras Públicas, porque, de lo contrario, Carabineros sería distraído de sus obligaciones, entre otras, la de resguardar la seguridad ciudadana, lo que, por supuesto, nadie quiere. Por eso es importante autorizar tanto a carabineros como a inspectores fiscales para usar estos modernos aparatos de detección de infracciones.


En cuanto al destino de los fondos obtenidos por multas detectadas por fotorradares, lo central es que vayan en un 82 por ciento al Fondo Común Municipal y no al municipio donde se cursó la infracción, porque, como sabemos, en muchos casos ello ha incentivado a una serie de funcionarios públicos -con la ayuda de empresas privadas- a abusar del sistema como una forma de financiar las municipalidades y no de proteger la seguridad de las personas y de los vehículos, que es el fin que se persigue.


Por eso es imprescindible que se apruebe este artículo. En todo caso, en nombre del Ejecutivo, quiero decir que estamos llanos a buscar acuerdos para lograr el objetivo central del proyecto, que fuera planteado al Congreso a fines de enero.


Finalmente, tal como lo dijo el diputado señor Jaime Jiménez, quiero señalar que existe el compromiso del Ejecutivo de enviar una indicación que restituya el control del registro de multas al Servicio de Registro Civil e Identificación, pero sólo una vez que termine la actual concesión. 


En una primera instancia, el Ejecutivo iba a hacer llegar la indicación en esta sesión, pero de todos es conocida la situación que afecta al Servicio de Registro Civil e Identificación. Por lo tanto, no pudimos obtener los antecedentes que requeríamos de él para que el ministro de Justicia la firmara. En consecuencia, nos comprometemos a enviarla al Senado.


Muchas gracias.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Zarko Luksic.

 


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, la utilización de los fotorradares se discute desde hace bastante tiempo -cerca de dos años-, hasta el día en que el Congreso Nacional tomó la decisión de suspenderla por el plazo de 120 días, por lo que no podemos estar en contra del instrumento. De hecho, los fotorradares son como los semáforos y se utilizan en algunos países desarrollados -y en otros no tanto- para evitar accidentes de tránsito. 


Sin embargo, en Chile y en otros países, como Argentina, dicho instrumento, que de por sí no es nocivo, se mal utilizó y se constituyó en un verdadero fraude.

 


-Hablan varios señores diputados a la vez.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ruego a los señores diputados guardar silencio.

 


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, por su naturaleza u origen, el sistema puede ser bien utilizado, pero lamentablemente en nuestro país fue mal utilizado y se constituyó en una verdadera caja pagadora para ciertos municipios que debían una serie de servicios.


Y no lo digo solamente yo, sino que también lo manifestó la senadora señora Matthei en la sesión 26ª del Senado, de 23 de enero de este año, cuando sostuvo que los fotorradares son la punta del iceberg, porque la cuestión principal es el destino de los fondos.


Del mismo modo, el diputado señor René Manuel García afirmó al principio que lo principal no era el destino de los fondos y dio argumentos, pero después reiteró lo que expresara la senadora, pues el origen de esta situación es el apetito insaciable de las municipalidades por conseguir dinero.


Por eso hago presente a los diputados de la Unión Demócrata Independiente señores Alvarado y Salaberry que se volvería atrás si se entregaran nuevamente esos dineros a las municipalidades, que mantienen su insaciable apetito de dinero para resolver problemas, lo que es muy legítimo en todas las comunas, pero eso pervierte el sistema.


Así lo entienden quienes han estudiado el tema, porque la aplicación de los fotorradares, siendo buenos instrumentos, ha sido pervertida por las empresas que los operan y por algunas municipalidades. Por eso el Ejecutivo, de manera positiva, ha señalado que para terminar con el problema es necesario que los recursos generados por esa utilización vayan al Fondo Común Municipal.


Lo que la senadora Matthei escribe con la mano, los diputados de la UDI lo borran con el codo. Existe la convicción de que el sistema de fotorradares es una caja pagadora. Si los diputados de la UDI lo saben, ¿por qué quieren mantenerlo?


Les contesto. La municipalidad de Santiago, cuyo alcalde es de la UDI, recibe al año 3.120 millones de pesos por concepto de pago de multas por exceso de velocidad. Ahí está la respuesta.


La municipalidad de Las Condes, cuyo alcalde también es de la UDI, recibe 1.042 millones de pesos por el mismo concepto. La municipalidad de Providencia, cuyo alcalde también es de la UDI, recibe cerca de mil millones de pesos.


Ésa es la razón. La UDI, que sostiene tener tantas convicciones, principios, borra nuevamente con el codo los argumentos lógicos para terminar con este fraude. ¿Por qué? Por intereses particulares de algunas municipalidades, por eso cambia de opinión.


Quiero llamar a los diputados que quieren volver a fojas cero a asumir su responsabilidad y a ser consecuentes con su posición. El país sabe que el sistema de fotorradares es un fraude y sólo sirve -reitero- como caja recaudadora para algunos municipios. Les pido que sean consecuentes y escuchen al país, a la gente, y que el dinero generado por la utilización de los fotorradares vaya al Fondo Común Municipal, porque es la única forma de terminar con el fraude, con el círculo perverso de las empresas de fotorradares, de los funcionarios municipales y del dinero para mantener presupuestos de comunas.


La razón por la cual la UDI cambió de opinión es porque el proyecto afectará intereses de alcaldes de su partido.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Paredes.

 


El señor PAREDES.- Señor Presidente, a propósito de las fundamentaciones que aquí se han entregado, quiero dar una opinión en mi condición de ex alcalde, por haber conocido las ofertas que reciben los municipios para instalar el sistema de fotorradares.


A mi juicio, el debate se ha distorsionado cuando, con la justificación de pretender dar seguridad a los conductores, se ha centrado, explícita o implícitamente, en quiénes se quedan con las platas generadas con la utilización de los fotorradares y en qué porcentaje.


Está absolutamente acreditado el hecho negativo de que los municipios administren el sistema. Lo digo por una razón muy simple: los municipios, por razones económicas, se convierten en juez y parte en un tema extremadamente sensible.


Además, deseo destacar que, por esa misma razón, no es posible que funcionarios municipales, junto con inspectores fiscales y carabineros, sean los encargados de cursar las infracciones, porque hay un alto porcentaje de eventuales actos de corrupción entre las empresas que operan el sistema y los funcionarios, los cuales podrían recibir algún tipo de beneficio personal con el fin de aumentar sus ingresos.


Aquí la discusión no sólo debe centrarse en cuánto dinero ingresará al municipio, sino también en cuánto recibirá la empresa que opera el aparato, porque hay una cuestión de porcentajes más y de porcentajes menos.


Mi preocupación es que se ha perdido el sentido y la esencia del sistema, que consiste en modificar o mejorar la ley de Tránsito con el fin de dar seguridad tanto a peatones como a conductores.


Si bien estoy por apoyar el proyecto, quiero hacer referencia a un hecho delicado que no se ha considerado en el proyecto, ni siquiera en las indicaciones que se hicieron en las distintas instancias o Comisiones, cual es que, en esencia, la ley de Tránsito busca dar seguridad y educar: no debe ser represiva, sino preventiva.


Pido que alguien me explique en qué forma se previene el accidente eventual de tránsito cuando, en definitiva, el infraccionado no es el dueño del vehículo sorprendido por el fotorradar, sino otra persona. Por ejemplo, puede suceder que la señora de la casa mande, en su automóvil, a la nana a comprar en el supermercado y a ésta le cursen una infracción a través del sistema y que, en definitiva, quien aparezca como responsable sea la dueña del vehículo, que nada tiene que ver con esa infracción.


Se distorsiona absolutamente el sentido de la modificación, porque atenta contra lo esencial que dice relación con una norma legal preventiva. Carabineros de Chile y, en este caso, los inspectores fiscales propuestos por el Ministerio de Transportes, debieran tener facultades, pero con la salvedad de que el funcionario que curse la infracción utilice el mismo procedimiento de Carabineros -con las pistolas que controlan la velocidad-, en el sentido de que detengan al conductor del vehículo que va a exceso de velocidad y le cursen la infracción, pero no a su propietario, que puede ser identificado por la placa patente en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados.


Me preocupa que el debate se haya centrado, de manera fundamental, en dar la prueba de la blancura en términos de exigir transparencia en el manejo de los recursos que se obtienen con la aplicación del sistema y se deje de lado lo esencial, cual es modernizar -insisto- la ley de Tránsito en beneficio de la vida de las personas.


Curiosa es la forma del diputado García de defender el derecho de los municipios para operar con este sistema. Él dijo que aquí se estaría sancionando el ingenio, la creatividad de algunos alcaldes para allegar recursos. Dios pille confesado al alcalde que no tenga “ingenio y creatividad”, porque es evidente que no tendrá ninguna posibilidad de juntar recursos para su comuna.


Las normas establecidas en la ley permiten a las municipalidades contar con sus propios recursos y presupuestos, de manera que no tengan que depender, prácticamente, del “asalto” a los conductores en los caminos para allegar ingresos.


En otro momento podríamos discutir cómo allegar más recursos a los municipios, pero con esto no se resuelve el problema de dar seguridad al peatón ni al conductor.


Reitero que los conductores sorprendidos a exceso de velocidad sean quienes paguen el parte y deban someterse al procedimiento correspondiente.


Para terminar, quiero comentar entre algunas materias que debieron incorporarse en el proyecto.


Las actuales carreteras dan mayor seguridad que las de hace cincuenta años, y los vehículos tienen incorporada la modernidad en términos de la seguridad del conductor. Por lo tanto, es perfectamente posible generar un debate para determinar en qué lugares, en qué carreteras y en qué condiciones podría, incluso, aumentarse la velocidad, cuestión que deberá evaluarse en su oportunidad. Pero debemos hilar fino en lo que dice relación con las infracciones de tránsito.


Hoy en una misma carretera, donde está permitido manejar hasta cien kilómetros por hora, a un conductor que vaya a ciento diez kilómetros por hora se le cursa la misma infracción que a otro que vaya a ciento ochenta kilómetros por hora. También hay que establecer algún mecanismo por el cual se discrimine positivamente en aquellos asuntos basados en normas de hace cincuenta o setenta años.


Sin embargo, en lo esencial, lamento el hecho de que este debate se centre en una cuestión económica y muy poco en la seguridad de los conductores.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.

 


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, aquí se han dado a conocer algunos datos que, a mi juicio, son contradictorios. Por ello, pregunto al señor ministro o a los señores diputados informantes en qué medida el uso de los fotorradares ha reducido el número de accidentes y qué datos existen al respecto sobre determinadas calles, cruces estratégicos o pistas importantes.


Asimismo, pensando en la seguridad tanto de los conductores como de los peatones, que nos informen acerca del avance en los programas de racionalización de la señalética, porque no sólo los radares son cazabobos, sino que también existe una señalética irracional que a veces engaña a los conductores y, al parecer, engañará a los peatones.


Finalmente, en cuanto al aspecto económico, el señor ministro dijo que a través de los fotorradares se estaban recaudando alrededor de 4.600 millones de pesos, pero el diputado señor Zarko Luksic señaló que sólo en la comuna de Santiago se recaudan, por dicho concepto, 3.120 millones de pesos; en la comuna de Las Condes, 1.042 millones de pesos, y en la comuna de Providencia, mil millones de pesos, lo que da un total de 5.162 millones de pesos sólo en tres comunas principales de la Región Metropolitana de las trescientas cuarenta y dos que existen en el país. En consecuencia, la recaudación total debe ser de miles de millones de pesos.


Reitero estas dudas al señor ministro y a los diputados informantes, porque no tengo ninguna claridad al respecto.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Pérez.

 


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señor Presidente, mucho se ha discutido, e incluso polemizado, durante los últimos días, respecto de los ingresos que algunos municipios reciben por concepto de multas de tránsito.


Apoyado en denuncias sobre irregularidades y discrepancias al momento de aplicar la ley por parte de algunos jueces de policía local, en cuanto a la validez del sistema de fotorradares, el Gobierno envió a trámite legislativo el proyecto de ley que hoy se discute y que establece, arbitrariamente, que el 82 por ciento de los ingresos provenientes de partes cursados sobre la base de dichos equipos detectores de velocidad, no irán a las arcas del municipio sino al Fondo Común Municipal, y que el 18 por ciento restante se destinará a apoyar económicamente al Servicio Nacional de Menores.


Si bien comparto plenamente el hecho de que parte de esos recursos sean derivados al Sename, no me parece del todo correcto que la mayor parte de los mismos sean allegados al Fondo Común Municipal, pues ello demuestra, una vez más, que la política del Gobierno, en cuanto a la administración de los recursos, continuará siendo centralista.


A mi juicio, eliminar la facultad de los municipios para manejar sus propios recursos impedirá la concreción de los distintos programas y proyectos comunales. Lo grave de esta modificación es que en el futuro habrá que esperar que en Santiago se destinen los recursos para poder ejecutar las diferentes obras de adelanto. Eso es centralismo puro, aunque se desee representar lo contrario.


Todos queremos garantizar una mejor transparencia en la destinación de los fondos provenientes de las multas cursadas por infracciones de tránsito, pero no deseamos que personas que desconocen la realidad de cada comuna, como en el caso de Iquique, nos digan cuánto podemos gastar o no en obras de mejoramiento comunal. 


Como si no fuera poco el perjuicio, se propone, además, otro cambio a partir del 1 de enero del año 2004, en el sentido de que los fondos recaudados como consecuencia de multas por infracciones de velocidad que no hayan sido obtenidas a través de fotorradares, sino por otros medios, también sean enviados al Fondo Común Municipal, o sea, sean dirigidos desde Santiago. Lo irónico es que se contempló este plazo de ajuste porque la medida significará una importante disminución de ingresos en muchas municipalidades. Es decir, se cercena solapadamente el ingreso de las municipalidades, pero con efecto retardado.


Si bien con esta modificación se pretende, al parecer, evitar que funcionarios municipales o empresas privadas administren dichos artefactos como un negocio, nadie puede negar que hasta hoy la distribución de los recursos del Fondo Común municipal es arbitraria y ha permitido la creación de organismos que sólo centralizan y burocratizan aún más la toma de decisiones, y lo que es peor, se destinan a cargos y gestiones que sólo conllevan más gastos y menos beneficios para la población.


Lo más preocupante es que ésta no es la única iniciativa legal que se debate en el Congreso Nacional para generar más recursos y crear nuevos organismos burocráticos e innecesarios. Un ejemplo claro es el proyecto de ley sobre casinos de juego, a través del cual se pretende crear un organismo centralizado que maneje los fondos provenientes de distintos casinos del país, que actualmente administran los municipios.


Anuncio mi voto negativo porque, una vez más, el Congreso Nacional ha sido utilizado por las autoridades de Gobierno para quitarle autonomía a las municipalidades. Con el pretexto de transparentar el uso de los recursos, se cercenarán las ya alicaídas arcas municipales.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.

 


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, luego de escuchar a los distintos colegas que han hecho uso de la palabra, queda bastante clara una contradicción.


Es evidente que el Gobierno envió esta iniciativa porque se hizo eco de un clamor que para nadie era desconocido y, a estas alturas, bastante obvio, cual es el mal uso o abuso que hicieron algunos municipios con la instalación de fotorradares, como un mecanismo bastante perverso de generación de recursos, establecido incluso en la proyección de los presupuestos municipales, en lugar de preocuparse respecto del tema más sustantivo, que es la seguridad de los ciudadanos.


Chile, por desgracia, tiene una alta tasa de accidentes con graves consecuencias, por lo cual muchas personas quedan inválidas, fallecen o quedan con secuelas importantes en los ámbitos -desde luego- de la salud, humano, personal y económico. Es más, no hemos sabido educar a nuestros ciudadanos, desde su temprana edad, para que efectivamente exista un elemento pedagógico y preventivo.


Ese tema todavía sigue siendo un desafío pendiente en nuestra sociedad y espero ver iniciativas, tanto desde los municipios como del Ministerio de Educación, que incorporen mallas curriculares...

 


-Hablan varios señores diputados a la vez.
 


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, es muy difícil hablar con tanta bulla. Le ruego que ponga orden en la Sala.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Pido a los señores diputados guardar silencio.

 


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Veo que la UDI, además de su contradicción demostrada esta mañana, tiene poco interés sobre el tema. ¡Qué le vamos a hacer!


Señor Presidente, decía que Chile tiene una tremenda tasa de accidentes y que lamentablemente poco hacemos en términos educativos. Me gustaría mucho ver el tema incorporado en las mallas curriculares del Ministerio de Educación, ver a los municipios generar acciones preventivas hacia los escolares, más que discusiones acerca de los fondos, pero de nuevo el centro y la esencia del debate, en vez de ser la eficiencia de un instrumento para la prevención de accidentes, es, al parecer, el destino de los fondos.


Considero notable la contradicción manifestada por la UDI esta mañana. Por un lado, algunos de sus parlamentarios defienden la necesidad de legislar rápidamente a fin de impedir el abuso que ha significado el uso de los fotorradares, y por otro, a la hora en que debemos decir la verdad acerca de hacia dónde irán a parar estos fondos, parece que, a todo trance, debemos defender que no vayan al Fondo Común Municipal.


Me parece extraordinariamente importante que, además de reservarse el 18 por ciento para el Servicio Nacional de Menores, el 82 por ciento vaya al Fondo Común Municipal. Queremos transparentar una gestión, que se repartan los recursos con criterios equitativos y solidarios, y no que, como ocurre actualmente, las tres municipalidades más ricas se lleven, por este concepto, miles de millones de pesos.


Es cierta la observación del diputado señor Kuschel, en el sentido de que podemos ajustar las cifras. Sería bueno que la autoridad nos confirmara las definitivas, pero, más allá de si son cuatro mil o cinco mil millones de pesos, nos queda claro que las municipalidades de Las Condes, de Providencia y de Vitacura son las que se llevan la mayor cantidad de recursos.


Es esencial mejorar la gestión y transparentar el uso de estos recursos. Espero que hoy aprobemos esta legislación y que no se utilicen argucias para justificar un cambio de posición frente al país. Asimismo, asumir que terminaremos con este abuso, a fin de que este instrumento sea eficaz para seguir educando a nuestra población y que, en definitiva, a través del Fondo Común Municipal readecuemos los recursos a fin de evitar el mecanismo perverso que desgraciadamente se instauró en nuestra sociedad debido a que algunos municipios dispusieron que determinadas empresas operaran exclusivamente con el afán de recaudar dinero, sin preocuparse de la seguridad de nuestros ciudadanos, en particular de los escolares o niños, que muchas veces tienen bastantes dificultades, como en el cruce de calles por falta de educación. En general, todos los ciudadanos carecemos de ella, sobre todo el automovilista que poco tiende a respetar las normas de tránsito.


Por eso es muy importante apoyar el proyecto en los términos planteados por el Ejecutivo. Espero que en esta Sala no se trate de justificar lo injustificable y que seamos claros en cuanto a si vamos a legislar o no a fin de mejorar una gestión y un instrumento para transparentar realmente el uso de esos recursos.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, el Orden del Día termina a las 13 horas y este proyecto, calificado de “suma” urgencia, debe votarse a esa hora. Por lo tanto, resta que intervengan tres Comités, si desean hacer uso de la palabra.


Tiene la palabra el diputado señor José Antonio Galilea.

 


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, otra alternativa sería que, con la venia de la Sala, se prolongara el Orden del Día a fin de que los diputados que están inscritos puedan hacer uso de la palabra.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Hay diecisiete diputados inscritos para intervenir. Les recuerdo que los diputados informantes usaron más de una hora para efectuar su exposición.

 


El señor ÁLVAREZ (don Rodrigo).- Señor Presidente, sugiero extender el Orden del Día hasta las 13.30 horas.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para prorrogar el Orden del Día hasta las 13.30 horas?


No hay acuerdo.


¿Habría acuerdo para prorrogarlo en quince minutos?


No hay acuerdo.


Por lo tanto, para terminar, tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

 


El señor CERONI.- Señor Presidente, no hay duda de que este proyecto es totalmente concordante con lo que planteamos anteriormente a raíz de la suspensión del sistema de fotorradares. En esa oportunidad dimos todos los argumentos. En la Sala se explicó por qué se suspendía el sistema y por qué se otorgaba la amnistía. También dijimos que se hacía por el abuso en que habían incurrido innumerables municipios en el manejo del fotorradar. Nadie criticó que el medio es técnicamente bueno, pero, en relación con la forma en que los municipios lo estaban manejando, el diputado René Manuel García expresó que era para hacer verdaderos negociados y repartirse los dineros entre la municipalidad, carabineros y el dueño de la máquina. Además, el diputado señor Molina denunció el alto grado de corrupción de los funcionarios municipales, a quienes les han pagado honorarios por cursar partes los sábados y domingos. Por su parte, el diputado señor Longueira manifestó que detrás de cada radar se construía una fábrica para cursar partes. Es decir, toda la Cámara estaba totalmente consciente de que era inmoral todo lo que estaba detrás de los fotorradares. Por eso los suspendimos y establecimos un plazo para reglamentar su uso en forma más adecuada.


Ahora se presenta un proyecto de ley que repone el sistema, pero de una manera más adecuada, por cuanto suprime el sistema perverso del incentivo económico que representaba para los municipios su manejo. Por eso se decide que los recursos vayan al Fondo Común Municipal. Nada más justo y transparente. Algunos dicen que esto perjudicará a los municipios y que, en definitiva, creará un sistema muy injusto. ¡Mentira, señores! Esto significa una distribución más justa de los recursos, y basta ver, por ejemplo, la simulación que hace la Subdere para comprobar cómo los municipios en general serán favorecidos. Aquí ocurrió que un grupo muy pequeño de municipios manejaron la carretera a su amaño y lucraron con el sistema de los fotorradares. Pero hay muchos municipios pequeños que no tienen carretera y que, con el nuevo sistema de que todo lo recaudado vaya al Fondo Común Municipal, al repartirse adecuadamente las multas, habrá una retribución y recibirán más ingresos por este concepto. Con este nuevo sistema tampoco perderán aquellos municipios que hoy obtienen recursos importantes por el manejo de fotorradares. La gran mayoría aumentará sus ingresos.


Entonces, no veo el motivo de la oposición a este proyecto que transparenta el uso de un mecanismo con el cual se protege más la vida, y quita del ámbito municipal un incentivo perverso. Todos sabemos que los municipios, no sólo con los fotorradares, sino siempre, han manejado el sistema de multas para engrosar sus arcas fiscales, lo cual es perverso. Por lo tanto, si hoy podemos suprimir ese elemento, debemos hacerlo.


Lamento que recientemente no haya habido acuerdo con el Ejecutivo. El proyecto, como está concebido, es positivo y debemos apoyarlo a fin de que todo este sistema de fotorradares sea transparente.


He dicho.

 


-La Mesa informa a la Sala sobre la presencia, en las tribunas, del embajador de Estados Unidos de América en Chile, señor William Brownfield, y de una delegación de dicha embajada en visita oficial, a quienes brinda un afectuoso saludo.
 


-Aplausos.

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, pido la palabra para referirme a un asunto de Reglamento.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 


El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, debido a que no hubo unanimidad para prorrogar la sesión, corresponde votar ahora la iniciativa. Sin embargo, como somos muchos los diputados inscritos para argumentar en contra del proyecto sobre fotorradares porque no nos interesa continuar con ese sistema, propongo que solicite el asentimiento de la Sala para continuar con la discusión mañana. En caso de que no haya acuerdo, quiero recabar del Ejecutivo que retire la urgencia calificada de “suma”, a fin de que podamos continuar con el debate del proyecto en los próximos días. Con todo, dado que no existe claridad respecto de la modalidad que él establece, anuncio que voy a votar en contra de la iniciativa.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.

 


El señor ETCHEBERRY (Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en enero de este año hubo unanimidad en el Congreso para pedir al Ejecutivo el envío de un proyecto de ley que subsanara el tema de los fotorradares. La iniciativa en cuestión ya ha pasado por tres Comisiones, y el Gobierno no quiere demorar más su tramitación, pues antes del 6 de junio -plazo en que vence la suspensión de la vigencia de los fotorradares- se debe contar con una legislación sobre la materia. Por esa razón, el Ejecutivo no retirará la urgencia.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Como la Cámara tiene plazo hasta el 10 de mayo para tratar el proyecto, por acuerdo unánime de la Sala se podría continuar su tramitación mañana.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


En votación en general el proyecto.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 7 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado en general el proyecto.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Barros, Bauer, Bayo, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Rossi, Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Vidal (doña Ximena) y Von Mühlenbrock.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Araya, Ascencio, Bertolino y Galilea (don José Antonio).


-Se abstuvieron los diputados señores:

Dittborn, Egaña, Longueira, Melero, Recondo, Riveros y Salaberry.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el proyecto.


Hago presente a la Sala que las indicaciones que se votarán son las formuladas por la Comisión de Obras Públicas al texto de la Comisión de Gobierno Interior.


El señor Secretario va a dar lectura a la primera indicación.

 


El señor LOYOLA (Secretario).- La primera indicación de la Comisión de Obras Públicas formulada al texto de la Comisión de Gobierno Interior es para sustituir el inciso segundo de la letra a) del artículo 1º por el siguiente: “Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro de infracciones con y sin registro de imágenes.”.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 33 votos. Hubo 9 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobada la indicación.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Becker, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jiménez, Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Luksic, Melero, Mora, Moreira, Norambuena, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Pareto, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Saffirio, Salaberry, Salas, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Allende (doña Isabel), Bertolino, Bustos, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), Girardi, Hales, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Martínez, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Pérez (don José), Quintana, Rebolledo, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela y Venegas.
 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Bayo, Burgos, Jeame Barrueto, Mella (doña María Eugenia), Paredes, Riveros, Tapia y Vidal (doña Ximena).

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la segunda indicación.

 


El señor LOYOLA (Secretario).- La indicación de la Comisión de Obras Públicas es para agregar en la letra a) del artículo 1º, a continuación del punto final, que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobada la indicación.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Martínez, Melero, Mella (doña María Eugenia), Monckeberg, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rebolledo, Recondo, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas y Von Mühlenbrock.
 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca y Riveros.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la última indicación.

 


El señor LOYOLA (Secretario).- Indicación para agregar en el nuevo inciso sexto del artículo 4º de la ley Nº 18.290 que el proyecto propone, a continuación de la frase “Carabineros de Chile”, la expresión “o inspectores fiscales.”.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 42 votos; por la negativa, 51 votos. Hubo 3 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazada la indicación.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jeame Barrueto, Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Rebolledo, Rossi, Saffirio, Salas, Sepúlveda (doña Alejandra), Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela y Venegas.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jarpa, Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Melero, Monckeberg, Mora, Moreira, Norambuena, Olivares, Palma (don Osvaldo), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Sánchez, Seguel, Soto (doña Laura), Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.

 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Mella (doña María Eugenia), Riveros y Tapia.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el resto del articulado, dejándose constancia de que se ha alcanzado el quórum requerido.

 


Varios señores DIPUTADOS.- ¡No!

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Por lo tanto, corresponde votar el artículo 2º.

 


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, pido la palabra para referirme a un punto de Reglamento.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, según entiendo, no se presentó indicación alguna al artículo 2º, el cual fue aprobado en general. Por lo tanto, me parece que, desde el punto de vista reglamentario, no corresponde votarlo en particular, ya que -reitero- no fue objeto de indicaciones.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El artículo 30 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional establece que, cuando se trata de una ley orgánica constitucional, se debe votar.


En votación el artículo 2º.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 6 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado por no haberse alcanzado el quórum requerido.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (doña Rosa), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kuschel, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Prieto, Quintana, Riveros, Rossi, Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina) y Venegas.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, Longueira, Martínez, Melero, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.

 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Becker, Delmastro, Palma (don Osvaldo), Tuma, Valenzuela y Vidal (doña Ximena).

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación el artículo 3º.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 41 votos; por la negativa, 38 votos. Hubo 5 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Rossi, Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina) y Venegas.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Melero, Moreira, Norambuena, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.

 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Becker, Delmastro, García (don René Manuel), Hidalgo y Palma (don Osvaldo).

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación el artículo 4º.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos; por la negativa, 32 votos. Hubo 7 abstenciones.
 


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, repita la votación. El tablero electrónico no registró la totalidad de los votos.


El señor SALAS (Vicepresidente).- La Mesa tiene dudas sobre el resultado de la votación. Se va a repetir.

 


El señor MELERO.- Señor Presidente, pido la palabra por una cuestión de Reglamento.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 


El señor MELERO.- Señor Presidente, estas situaciones generan precedentes a futuro. ¿En razón de qué usted está repitiendo la votación?

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señor diputado, es la primera vez que he aceptado repetir una votación. Hay once votos y presumo que los señores diputados no están atentos a la votación, por lo que voy a repetirla. Es facultad de la Mesa hacerlo.

 


El señor MELERO.- Es una razón subjetiva.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación el artículo 4º.

 


-Repetida la votación en forma económica por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 37 votos. Hubo 8 abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado por no haberse logrado el quórum requerido.


El artículo transitorio no se vota.


Despachado el proyecto.

 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), Girardi, Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, Rossi, Saffirio, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Venegas y Vilches.

 


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Cardemil, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Moreira, Norambuena, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.

 


-Se abstuvieron los diputados señores:

Becker, Delmastro, García (don René Manuel), González (don Rodrigo), Hidalgo, Monckeberg, Tuma y Vidal (doña Ximena).

 


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, pido la palabra por una cuestión de Reglamento.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, cuando usted me dio la palabra por una cuestión de Reglamento, de su respuesta deduje que aceptaba el criterio de las Comisiones, en el sentido de que el artículo 2º tiene rango de ley orgánica constitucional. No comparto ese juicio. Creo que la disposición no tiene el rango de aquellas que requieren esa votación.


Quiero dejar constancia de que no sólo no comparto el criterio con que las Comisiones respectivas calificaron esta materia, sino también de que entendí que usted, como Mesa, se pronunció en el sentido de que la votación debía ser de ese rango.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señor diputado, eso debió plantearlo al término del debate.

 


El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, cuestión de Reglamento.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jiménez.

 


El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, como ésta es una votación tremendamente importante para la ciudadanía, deseamos que haya transparencia al respecto. Por tanto, pido copia de las votaciones efectuadas sobre este proyecto.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Puede solicitarlas, señor diputado.


Despachado el proyecto de ley.

 

 

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
 

NEGOCIACIÓN POR VENTA DE TERRENO EN IQUIQUE EN FAVOR DE EX AFILIADOS DE HABITACOOP.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 22.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 6 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado por falta de quórum.

 

PERFECCIONAMIENTO DE FICHA CAS-2.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 23, de los señores Espinoza, Paredes, Lagos, Rossi, Ascencio, Valenzuela, Muñoz, don Pedro, y Saffirio.

 


“Considerando:

Que la ficha CAS tiene su origen en los Comités de Asistencia Social Comunal que se constituyeron en la década de los 70, frente a la necesidad de contar con un instrumento estandarizado y único para la priorización en el otorgamiento de los programas sociales del Estado orientados a los sectores más necesitados del país, surgiendo en 1980 la denominada ficha CAS-1.

Que, de acuerdo con estudios realizados en 1984 con el objetivo de tener un conocimiento respecto del impacto de las políticas sociales, se concluyó que el gasto social sólo estaba llegando al 14% de las personas de más escasos recursos, determinándose que una de las razones de esta mala focalización radicaba en la estructura y metodología aplicada por la CAS-1, por lo que se diseñó un nuevo instrumento denominado ficha CAS-2, la que se puso en operación en el ámbito comunal para efectos de la asignación de subsidios en mayo de 1987.

Que, por los cambios sociales y económicos experimentados por el país, en el año 1998 se estimó pertinente someter a la ficha CAS-2 a técnicas de análisis discriminante al objeto de mejorar su capacidad para identificar a la población objetivo de los subsidios sociales. Como resultado de este estudio, fue necesario implementar un nuevo cálculo de puntaje, que permitiera mejorar el factor discriminatorio de este instrumento, por lo que todas las comunas del país están aplicando el nuevo modelo de cálculo desde el 1 de septiembre de 1999.

Que la ficha CAS-2 es un instrumento destinado a estratificar socialmente a las familias que postulan a beneficios sociales, permitiendo con ello priorizar y seleccionar beneficiarios para los distintos programas sociales. Principalmente, los subsidios estatales en la municipalidad -SUF, Pasis, SAP- deben ser encuestados con este instrumento. La CAS-2 se aplica a todos los residentes de la vivienda en que habita la persona que solicita el subsidio, manteniendo la información una vigencia de dos años.

Que el Sistema Nacional CAS, conformado por el conjunto de acciones coordenadas que persiguen optimizar el uso y aplicación de la ficha CAS-2, como un instrumento de focalización del gasto social a través de una correcta priorización de los subsidios, coordinado por el Ministerio de Planificación y Cooperación y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, alcanza a una cobertura de un millón trescientas treinta y cinco mil seiscientas noventa y una viviendas, que corresponden a un millón quinientos cuarenta y siete mil cien familias y comprende a cinco millones quinientas setenta y siete mil quinientas dieciséis personas, lo que equivale al 37,1% de la población nacional.

Que, al objeto de mejorar y optimizar la fase administrativa y operacional del sistema CAS, el Ministerio de Planificación y Cooperación, en conjunto con el Ministerio del Interior, crearon en el año 1990 la Comisión CAS, la que tuvo su base legal en el decreto supremo N° 414, de 1991, publicado en el Diario Oficial en noviembre de ese mismo año.

Que, a pesar de ser considerado un buen instrumento de apoyo a la focalización de la inversión social, especialmente en comunas pequeñas, la ficha CAS-2 presenta una serie de deficiencias que disminuyen su efectividad, como ocurre con el hecho de que no mide ingresos ni patrimonio; que mantiene una mala ponderación de los factores considerados; que la fórmula de encuesta dificulta la postulación a beneficios distintos de los subsidios, tal como ocurre, por ejemplo, con los allegados que postulan a los programas de vivienda del Serviu, y que ha manifestado un grado importante de inoperancia en el mundo rural y campesino, complejizando el acceso a beneficios del Indap.

Que pese a la importancia que ha significado en el tiempo su uso, persisten todavía una serie de deficiencias que generan discriminación entre sus potenciales beneficiarios, debido al mejoramiento esforzado de sus condiciones materiales de vida, privándose de muchos beneficios a quienes cuentan, por ejemplo, con televisor, refrigerador o cuyo techo tiene planchas de zinc. Debido a lo mismo, otras miles de personas y familias que contaban con el beneficio, al mejorar su calidad de vida, han perdido subsidios y otras posibilidades de beneficios para ellos y sus hijos, lo que resulta paradójico.

Que, pese al desarrollo de un "software" único gratuito por parte de Mideplán, este soporte no ha podido mejorar la operación del sistema CAS, debido a que en algunas zonas los gobiernos regionales mantienen convenios con empresas proveedoras que han diseñado otros soportes electrónicos incompatibles con el diseñado por el ministerio, y que, además, deben ser pagados por los municipios que los usan.

Que las denominadas Comisiones CAS, que en teoría deberían operar en coordinación desde la Comisión Nacional CAS, a nivel regional y comunal, no funcionan como tales, en la mayoría de los casos, lo que claramente atenta contra la efectividad y operatividad del sistema.

 

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a la señora Ministra de Planificación y Cooperación que disponga con brevedad los mecanismos que permitan perfeccionar la ficha CAS-2, especialmente en lo relacionado con la actualización permanente de las variables y factores considerados en la encuesta, de manera similar a la renovación de la canasta básica con la que se calcula el IPC; potenciar el financiamiento de las comisiones CAS regionales, facilitar la utilización del "software" único diseñado por Mideplan para estos efectos y reconsiderar el aporte económico de ese ministerio para el funcionamiento del Sistema CAS en los municipios."

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Riveros.

 


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, este es un proyecto de acuerdo que recoge una necesidad nacional. El desarrollo del país ha impactado, sin duda alguna, positivamente en algunos sectores, pero no ha significado que otros hayan abandonado su condición real de pobreza.


Como el diputado señor Saffirio lo ha señalado en otras oportunidades, al país le ha quedado chico el traje que ha usado en materia social.


Por eso, estimamos conveniente introducir una modificación de fondo a la ficha CAS. Desde luego, esta ficha -como todos sabemos- reviste importancia vital para focalizar los recursos de las políticas sociales que se implementan a través de la estructura de gobierno y de los municipios, de tal manera que de ello depende la materialización de las políticas habitacionales y de una cantidad de subsidios.


Quiero resaltar algunos hechos específicos, en particular el de las pensiones asistenciales que se otorgan a los sectores más desvalidos. Muchas personas quedan al margen de esa postulación, porque la ficha CAS les asigna un puntaje que, de manera artificial, hace que queden sin protección social, como es la pensión asistencial o la de invalidez. Ocurre que una persona, por tener los mínimos bienes eléctricos, o incluso ser propietaria de una vivienda social, se encuentra en la imposibilidad de acceder a esas pensiones, porque la ficha CAS no refleja su situación. Por lo tanto, ha llegado el momento -y por eso apoyamos este proyecto de acuerdo- de introducir modificaciones estructurales y orgánicas a la metodología de asignación de puntajes mediante la ficha CAS. Ésta es una de las materias que debiera concitar amplio consenso en la Cámara para representar al Ejecutivo el sentir de la Corporación de llevar adelante estas modificaciones. En este tema, muchos parlamentarios han sido enfáticos en señalar permanentemente estas ideas, y es en ese sentido que recojo lo planteado en otras oportunidades por el diputado señor Saffirio.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Restan dos minutos para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.

 


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, pido a la Sala apoyar el proyecto de acuerdo. Además de lo señalado, cabe lamentar que se hayan reducido, al menos en la Décima Región, los cupos de las pensiones asistenciales de ancianidad e invalidez, y que el ingreso per cápita promedio que permite el ingreso alcance a los 32 mil pesos. Hoy, en la ficha CAS, no se considera suficientemente la edad de la persona -si tiene 65, 80 ó 90 años-, como tampoco su estado de salud. A veces, una persona de 65 ó 66 años se halla en peores condiciones de salud que una de 80 años.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En consideración a que no hay diputados que quieran impugnar el proyecto de acuerdo, solicito el asentimiento de la Sala para que el diputado señor Leay use de la palabra para hablar a favor de esta proposición.


Tiene la palabra el diputado señor Ascencio.

 


El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, asentiremos a tal petición con la condición de que otro señor diputado también pueda usar de ese derecho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para actuar en ese sentido?


No hay acuerdo.


En votación el proyecto de acuerdo.

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 0 voto. No hubo abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.
 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Delmastro, Egaña, Escalona, Escobar, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Hidalgo, Jarpa, Kuschel, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Masferrer, Navarro, Norambuena, Ortiz, Pareto, Pérez (don Ramón), Recondo, Riveros, Robles, Rossi, Saffirio, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Valenzuela, Venegas, Vilches, Vilouta y Von Mühlenbrock.

 

SEGURO OBLIGATORIO PARA EMBARCACIONES MENORES Y DEPORTIVAS.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 24, de los señores Lagos, Meza, Venegas, Espinoza, Navarro, Pareto, Letelier, don Juan Pablo; Robles, Silva y Sánchez:

 


“Considerando:

Que anualmente se producen múltiples accidentes en el territorio marítimo nacional, protagonizados por embarcaciones menores, especialmente aquellas destinadas a la pesca artesanal y de transporte de pasajeros. En innumerables ocasiones, estos siniestros tienen consecuencias fatales para sus tripulantes y pasajeros.

Que los armadores que explotan embarcaciones pesqueras artesanales son varios a lo largo de nuestro litoral y desarrollan una importante labor extractiva, especialmente en cuanto a la denominada pesca fina. Su desempeño laboral diario está marcado por el esfuerzo, el sacrificio y el riesgo que deben enfrentar durante sus faenas. Del mismo modo, en zonas insulares del sur de nuestro país, las embarcaciones menores son utilizadas diariamente como medios de transporte de pasajeros y de carga.

Que los pescadores artesanales han permanecido históricamente desprotegidos en materia de seguridad laboral, lo que ha traído como consecuencia que, cuando ocurren accidentes, las víctimas o sus familiares quedan en la indefensión absoluta. Desgraciadamente, los accidentes marítimos protagonizados por embarcaciones menores son de común ocurrencia, por lo cual los afectados suman cientos a lo largo del año.

Que se hace necesario, en consecuencia, legislar al objeto de garantizar algún tipo de protección a los pescadores artesanales y a los pasajeros de embarcaciones menores, por la vía de un seguro de accidentes personales que tenga carácter obligatorio y que permita que estos trabajadores del mar puedan desarrollar su oficio con la seguridad de que, en caso de sufrir una desgracia, sus familiares directos o ellos mismos, recibirán un beneficio pecuniario. Del mismo modo, serían beneficiarios los tripulantes y pasajeros de embarcaciones dedicadas al transporte público.

Que es menester legislar a favor de miles de chilenos que habitan en nuestros 4.200 kilómetros de costa y que se dedican a la noble actividad de la pesca artesanal y del transporte de pasajeros por vía marítima, al objeto de que contraten un seguro, cuya cobertura sean los siniestros ocurridos en sus embarcaciones.

Que, el Diputado señor Samuel Venegas Rubio presentó una moción que establece un seguro obligatorio para embarcaciones menores y deportivas, el cual beneficia, principalmente, a los pescadores artesanales y a sus familias, y se encuentra en discusión en esta H. Cámara de Diputados, y que otro grupo de diputados presentó otra moción en el mismo tenor.

Que las organizaciones de pescadores artesanales de Chile han dado su respaldo a una iniciativa de esta naturaleza y, también, a lo acordado por ellos con S.E. el Presidente de la República en la Expopesca Artesanal, realizada en la ciudad de Queule, en febrero del año 2001, en el mismo sentido. 

 

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a V. E. que, si lo tiene a bien, se sirva incorporar un seguro obligatorio para embarcaciones menores y deportivas que beneficie, principalmente, a los pescadores artesanales y a sus familias, en el proyecto de ley que modificará la ley General de Pesca y Acuicultura, que próximamente será enviado al Congreso Nacional."


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Venegas.

 


El señor VENEGAS.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo da cuenta de una situación muy particular que afecta a un importante número de trabajadores, los que no tienen la suerte de contar con un sistema previsional que resguarde su vida laboral y la de su familia en el evento de que se produzcan accidentes del trabajo. En este grupo se incluyen, en especial, los trabajadores artesanales, aquellos que realizan prácticas deportivas en embarcaciones y aquellos que desarrollan actividades de transporte, principalmente en las zonas insulares de nuestro país.


Hoy, en razón de que se encuentra ad portas el proyecto de ley que modificará la ley general de Pesca y Acuicultura, regularizando el articulado transitorio que expira el 31 de diciembre de este año, solicitamos al Ejecutivo que incorpore en ese cuerpo legal a las personas que desarrollan las actividades mencionadas, para que cuenten con un seguro similar al de los automovilistas. De ese modo, quienes trabajan intensamente arriesgando su vida paliarán las situaciones que se puedan presentar y obtendrán protección para su familia cuando haya que lamentar pérdida de vidas, en especial en el caso de los pescadores artesanales.


La idea es que el Ejecutivo incorpore los contenidos del proyecto de acuerdo, de modo que en algún momento este grupo humano cuente con el resguardo que tanto necesita del Estado y, en especial, de esta Corporación.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.
 


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, aun cuando no soy uno de los autores del proyecto de acuerdo, considero que es una iniciativa necesaria. Efectivamente, existe una cantidad importante de personas y familias que participan de la pesca artesanal, actividad que conlleva un altísimo riesgo, pues quienes la practican no cuentan con instrumentos de protección. En este sentido, la iniciativa de crear un seguro obligatorio para estos trabajadores es una contribución muy importante tanto para ellos como para sus familias. Desde ese punto de vista, me sumo al proyecto de acuerdo en debate.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Pablo Galilea.

 


El señor GALILEA (don Pablo).- Señor Presidente, considero de mucha importancia el proyecto de acuerdo en discusión -tan solicitado, su contenido, por los pescadores artesanales-, por lo cual debiera elaborarse un proyecto especial a fin de establecer un seguro obligatorio para los pescadores artesanales. En este sentido, la iniciativa no debiera vincularse con la modificación de la ley de Pesca, pues es tal el cúmulo de temas que se tratarán con ocasión del perfeccionamiento de ese cuerpo legal, que quizá la inclusión de este beneficio alargará en demasía su tramitación.


Repito, en atención a la importancia del seguro obligatorio para la pesca artesanal, considero que el tema debiera incluirse en un proyecto especial y no mezclarlo con la modificación de la ley de Pesca.


He dicho.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.
 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Araya, Ascencio, Becker, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Delmastro, Egaña, Escalona, Escobar, Espinoza, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), González (don Rodrigo), Hales, Hidalgo, Jaramillo, Jarpa, Jiménez, Kast, Kuschel, Lagos, Letelier (don Juan Pablo), Meza, Molina, Navarro, Ortiz, Pareto, Pérez (don Ramón), Quintana, Robles, Salaberry, Salas, Sánchez, Soto (doña Laura), Tapia, Tuma, Uriarte, Urrutia, Venegas, Vilches, Villouta y Von Mühlenbrock.

 


-Se abstuvo el diputado señor Galilea (don Pablo).

 

INCLUSIÓN DE FERTILIZACIÓN ASISTIDA EN PRESTACIONES DEL SISTEMA PÚBLICO DE SALUD.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 25, de las señoras Tohá, doña Carolina; Saa, doña María Antonieta, y de los señores Navarro, Valenzuela, Quintana, Pérez, don José; Aguiló, Girardi, Accorsi y Rossi:

 


“Considerando:

Que es un dato objetivo y de la realidad de muchas parejas chilenas la imposibilidad de alcanzar, de manera natural, la concepción de un hijo.

Que, desde hace un tiempo y con bastante distancia temporal de otras naciones, se viene propiciando en el país la existencia de centros de atención médica privada que atiendan esta situación mediante un adecuado análisis que permita verificar la viabilidad de un tratamiento de fertilización asistida.

Que, sin embargo, pese a que el número de parejas afectadas por esta situación parece aumentar proporcionalmente al paso del tiempo, actualmente en el país no existen centros médicos que aborden este tipo de tratamientos en tres regiones del territorio nacional.

Que, además de esta limitada oferta de posibilidades de atención especializada para una demanda creciente, el costo de este tipo de prestaciones fácilmente puede llegar a tres millones de pesos, una cifra que no pareciera ser excesivamente alta comparada con otras atenciones médicas; pero, claramente, es excluyente para un importante número de esas parejas que no pueden engendrar un hijo.

Que, más allá de las condiciones y posibilidades materiales de acceder a este tipo de tratamiento, cuyo éxito no está asegurado a priori y que puede resultar por ello traumático para alguno de los miembros de la pareja, existe, sin duda, un fuerte componente humano y valórico que no necesariamente genera una posición consensuada al interior de la sociedad chilena sobre su utilización.

Que, en el marco de las diversas discusiones profesionales y financieras que se dan en torno a las políticas públicas de salud, se hace necesario abordar temas de tanta trascendencia como el de la inseminación artificial asistida, que repercuten en la calidad y sentido de vida de un número importante de hombres y mujeres de nuestro país, quienes ven limitado su innato sentido de la trascendencia a través de la concepción de un hijo.
Que es un deber del Estado atender las necesidades básicas de los habitantes de Chile, entre las cuales, sin duda, están las surgidas del ámbito de la salud, propiciando los mejores y más viables caminos para el adecuado ejercicio de los derechos de todas las personas, sin ningún tipo de distingos ni discriminaciones.

 

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República que determine, en el marco de la discusión actual y futura sobre el tipo de sistema público de salud que al país se dará, que se incluya el estudio por parte del Ministerio de Salud de las formas, procedimientos y mecanismos a través de los cuales la fertilización asistida pueda ser accesible a todas aquellas chilenas y chilenos que lo requieran, generando, además, las condiciones para que, a través de la salud pública, esta prestación especializada pueda obtenerse en todo el país."

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.

 


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el enriquecedor debate que se está dando en torno de la profunda reforma del sistema de salud, tiene un aspecto que cada día es más relevante debido al desarrollo tecnológico y científico en el ámbito de la salud: la fertilización asistida, es decir, con la ayuda científica que se brinda a las parejas que, habiéndose constituido, no pueden tener hijos por impedimento de alguno de sus componentes.


En Chile, la situación se acrecienta día tras día, porque los avances tecnológicos han permitido determinar con certeza la causa por la cual la pareja, o uno de sus integrantes, no pueden acceder a la procreación. Por ello los programas de fertilización asistida están aumentando y en tres regiones del país es posible aplicarlos.


El costo de una fertilización asistida alcanza a 3 millones de pesos o más, lo que constituye una limitante para que parejas de escasos recursos o de ingresos medios puedan acceder a esta tecnología que está presente en Chile y que se usa por quienes pueden financiarla. 


Es de toda justicia que la posibilidad de ser padre o madre a través de la fertilización asistida sea un derecho que pueda estar garantizado en su financiamiento a través de la salud pública. 


Se deben evaluar y estudiar los alcances de una decisión de esta naturaleza, por lo cual pido a la Sala que apruebe el proyecto de acuerdo, con el objeto de que el ministerio establezca claramente cuál es la posibilidad real de que nuestra salud pública pueda apoyar a las parejas que están haciendo esta demanda formalmente a través de los hospitales y servicios de salud, la que hasta ahora ha encontrado una respuesta negativa.


Sólo hay prestación particular por un monto inalcanzable, superior a los 3 millones de pesos, por lo que vale la pena hacer la evaluación. 


He dicho. 

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo. 


Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles. 

 


El señor ROBLES.- Señor Presidente, en esta materia, al igual que en otras del mismo tipo, se plantea una interrogante: el sistema de salud debe privilegiar al ser humano, a la persona en su condición de tal, o debe ayudar a quien cuenta con los recursos económicos para financiar las prestaciones de salud que requiere.


Muchas parejas en Chile tienen problemas de infertilidad, pero sólo aquellas que cuentan con recursos económicos pueden concebir hijos a través del uso de técnicas de fertilización asistida que hoy se aplican en el mundo.


La bancada radical apoyará el proyecto de acuerdo, porque es de justicia que todas las parejas, independientemente de su nivel socioeconómico, tengan la posibilidad real, a través de las instituciones de salud pública, de acceder a este tipo de prestaciones.


Es un imperativo de nuestra sociedad entregar a cada uno de los chilenos y chilenas la posibilidad real de hacer uso de todas las técnicas de salud que hoy ofrece el mundo contemporáneo.


Es absolutamente necesario que el Ministerio de Salud incorpore en los hospitales públicos, en forma gratuita, sin estar solicitando recursos a sus beneficiarios, la posibilidad de que aquellas parejas que necesiten de este procedimiento accedan a las tecnologías hoy imperantes. 


Reitero que la bancada radical apoyará el proyecto de acuerdo y esperamos que la solicitud que contiene sea incorporada en las prestaciones futuras que el ministerio está estudiando. 


He dicho. 

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo. 


Ofrezco la palabra. 


En votación. 

 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.
 


El señor SALAS (Vicepresidente).- No se ha alcanzado el quórum requerido.


Se va a repetir la votación. 

 


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

 

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.
 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Araya, Ascencio, Becker, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Delmastro, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), González (don Rodrigo), Hidalgo, Jaramillo, Jarpa, Kuschel, Lagos, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Meza, Montes, Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Quintana, Recondo, Robles, Saffirio, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tuma, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Vilches.

 


-Votó por la negativa el diputado señor Villouta.

 

 

VII. INCIDENTES

 

INCUMPLIMIENTO DE PROGRAMAS DE AGUA POTABLE RURAL EN LA NOVENA REGIÓN. Oficios.

 


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, en el tiempo del Comité de Renovación Nacional tiene la palabra el diputado señor René Manuel García. 

 


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, hace pocos días se analizó en esta Sala el tema de los grandes incendios producidos por la sequía que afectó a todo el país. Al respecto, quiero exponer un tema, en extremo lamentable, que afecta a la Novena Región de La Araucanía.


Hace pocos días me pude enterar de que el Core había destinado recursos por 1.500 millones de pesos para los programas de agua potable rural ya aprobados, con los fondos asignados. 


Lamentablemente, entre 1.500 y 1.800 familias campesinas de la Novena Región no serán beneficiadas, porque la Unidad de Planificación del Ministerio de Obras Públicas no llamó a licitación para ejecutar los proyectos, estando aprobados y los recursos entregados. 


Señor Presidente, quiero saber cuál es la razón, teniendo en vista la necesidad de agua potable rural que tiene la gente de la Novena Región, de que no se haya llamado a licitación. 


Por eso pido que se oficie al ministro de Obras Públicas y al señor Ramiro Pizarro, intendente de la Novena Región, para que informen detalladamente cuál fue la razón de que estos proyectos aprobados, con recursos asignados y todas las condiciones dadas para que fueran realidad, no se hayan licitado cuando correspondía, perjudicando a los agricultores de la zona. Incluso, se gastó mucha plata en las bases de estos proyectos.


Es más, en la Novena Región los proyectos de agua potable rural -incluso muchos honorables diputados han concurrido a su inauguración- se aprobaron en 1999. Los de los años 2000 y 2001 están solamente aprobados y no hay ninguno en ejecución. Es una vergüenza que a una región agrícola, que imploraba por tener un camión aljibe en los campos, se le haya negado la sal y el agua por una negligencia de la Unidad de Planificación dependiente del Ministerio de Obras Públicas. 


Por eso quiero saber qué responsabilidad le cabe a la Seremi y al jefe de la citada Unidad.


He dicho. 

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano, de lo cual la Secretaría está tomando debida nota. 

 

PROGRAMAS DE INCENTIVO PARA MEJORAMIENTO DE GESTIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.

 


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, con motivo de la discusión de la ley Presupuestos realizada el 7 de noviembre del año 2001, la señora ministra de Salud de la época manifestó que el Ministerio de Salud premiaría a los servicios más eficientes del año 2002, para lo cual se incrementó el presupuesto de salud en 9,6 por ciento. El presupuesto vigente de ese sector asciende a 1.326.000.000.000. Para mejorar la gestión de los servicios de salud se crearon dos programas: el de contingencias operacionales, por 164 mil millones de pesos, y el de prestaciones, valorado en 239 mil millones de pesos, montos que se asignarían a los servicios de salud que tuvieran la mejor gestión. O sea, estamos hablando de programas por un total de 403 mil millones de pesos, cifra bastante superior a los 140 mil millones del Plan Auge.


Por lo tanto, pido oficiar al señor ministro de Salud con el objeto de que informe qué está pasando con estos programas, a los que se asignaron montos millonarios en la última la ley de Presupuestos aprobada por el Congreso.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

 

HOMENAJE A SAN ANTONIO EN SU 108º ANIVERSARIO. PARTICIPACIÓN DE LAS CIUDADES-PUERTO EN LA PROPIEDAD ACCIONARIA DE LAS EMPRESAS PORTUARIAS. Oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.

 


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, desde esta tribuna quiero hacer llegar mis sinceros saludos a todos los habitantes de San Antonio, ciudad que ayer cumplió 108 años de existencia, la cual me ha acogido con tanta cordialidad, al punto que sus autoridades me declararon en su oportunidad como Hijo Ilustre.


En sus inicios fue una pequeña caleta de pescadores, que rápidamente se transformó en una ciudad pujante y extraordinaria. Muchas familias buscaron en San Antonio mejores horizontes donde vivir y más oportunidades laborales. Lamentablemente, hoy soportamos una de las más altas cesantías del país y, lejos de ser una ciudad boyante, estamos luchando por salir de esa terrible realidad.


Señor Presidente, somos el primer puerto de transferencia de carga. El puerto y la actividad portuaria aportan al fisco 720 millones de dólares al año, mientras que la Empresa Portuaria tiene utilidades por casi 6 mil millones de pesos al año. Sin embargo, a pesar de que la ciudad entrega toda su infraestructura y los servicios a la Empresa Portuaria y a esta actividad portuaria, no recibe absolutamente nada.


Por lo tanto, para el crecimiento y el desarrollo de San Antonio y de la provincia en general, es necesario que se concrete nuestro anhelo y el de todos los chilenos, cual es la regionalización.


Por otro lado, queremos que se haga realidad la ciudad-puerto, lo que nos permitirá obtener una posición accionaria dentro de la Empresa Portuaria de San Antonio.


En consecuencia, solicito oficiar al señor ministro del Interior y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, con el objeto de que nos informen sobre la intención del Gobierno de establecer en la reforma administrativa, específicamente en la regionalización del país, la participación de las ciudades-puerto en la propiedad accionaria de las empresas portuarias de la nación. Además, solicito el envío de copia del texto de mi intervención a la señora alcaldesa de San Antonio.


Finalmente, termino pidiendo al patrono de la ciudad, San Antonio de Padua, que guíe nuestros pasos para favorecer a nuestra gente, que permita que trabajemos juntos por el futuro, que nuevamente lleguemos a ser el “San Antonio de las Bodegas”, envidiado por todos; que mantengamos los niveles de transferencia de carga en el puerto y que juntos logremos crear nuevas fuentes de trabajo para nuestra gente.


Reciban todos los ciudadanos de San Antonio mis mejores deseos de éxito y mi compromiso para trabajar por el futuro y el engrandecimiento de nuestra ciudad.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo cual la Secretaría está tomando debida nota.

 

HOMENAJE A CALBUCO EN SU 400º ANIVERSARIO. Oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.

 


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, por su intermedio, solicito oficiar a todos los servicios públicos de Calbuco, con el objeto de hacerles llegar un saludo muy afectuoso, porque esa comuna acaba de cumplir 400 años.


Es una de las comunas que dio origen al progreso del sur de Chile. Ha cumplido roles históricos en el progreso no sólo del sur de Chile, sino que de toda la Patagonia de nuestro Cono Sur.


Acabamos de asistir a hermosas fiestas de celebración en la ciudad de Calbuco.


Además, pido hacer extensivo estos saludos al señor alcalde y a los concejales de esa comuna, en nombre de la bancada de Renovación Nacional y de los señores diputados que están indicando esa intención.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

 

PETICIÓN DE PRONUNCIAMIENTO DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA SOBRE ACTUACIÓN ISRAELÍ EN CONTRA DEL PUEBLO PALESTINO. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Iván Paredes.

 


El señor PAREDES.- Señor Presidente, permítanme la Mesa y la Sala iniciar esta intervención con algunas reflexiones personales.


Estoy convencido, por formación familiar y por opción particular, que nadie es diferente de otro por el color de su piel, por su credo religioso, por su capacidad de consumo económico o por su lugar de nacimiento. Las más diversas y ancestrales cosmogonías nos hablan y nos enseñan sobre los míticos inicios de la igualdad. La Carta Fundamental de los Derechos Humanos los refrenda y nuestra Constitución Política de la República nos declara, sin ninguna duda, iguales ante la ley.


Señor Presidente, he vivido en carne propia el desconocimiento de la diversidad y del derecho de ser respetado y aceptado como igual por pensar diferente.


En ese sentido, me ha violentado e indignado profundamente toda forma de horror y de terror que me ha correspondido aprender de la historia pasada y presente, no importándome ni el color, ni el signo, ni el tamaño de quien la ejerza o de quien la sufre.


No voy a detallar ni a profundizar un análisis cronológico de estos hechos. Sólo quiero dar a conocer algunos ejemplos, como nombrar y recordar la persecución y asesinato de gran parte del pueblo judío, el ruido y el fuego que arrasó con Hiroshima y Nagasaki, la represión del pueblo checo, los miles de hombre y mujeres que murieron en las torres gemelas de Nueva York y el sufrimiento del pueblo palestino.


Me he permitido hacer esta introducción para que nadie se llame a engaño y me endilgue una especie de xenofobia para con un pueblo determinado. No, señor Presidente, estaría muy lejos de serlo; no abrigo prejuicio alguno respecto de naciones o comunidades.


Sin embargo, no puedo callar ni puedo cubrir mis ojos ante tamaña mancha de sangre que humedece el desierto; no puedo tapar mis oídos -no me alcanzan las manos- ante los gritos desesperados de impotencia y de dolor de hombres, mujeres y niños; gritos que cruzan mares, montañas y, lo que es peor, indolencias e indiferencias; gritos que siguen saliendo del campo de refugiados de Jenin, en Palestina.


¿Cómo es posible que un pueblo que sufrió lo indecible, lo inimaginable, lo imperdonable a manos de los que supuestamente buscaban la perfección de la raza y destruían a quienes no les parecían confiables para sus mezquinos y perversos intereses; un pueblo que vivió su propio holocausto, pero que recibió la solidaridad y el apoyo de todo el mundo, que le abrió sus puertas para recibir a sus hijos perseguidos como refugiados, sin hacer distinciones de ningún tipo. Sin embargo hoy, olvidando su trágica historia, le causa a otro pueblo el mismo daño, y al mundo entero, el mismo horror?


He cometido un error involuntario, señor Presidente. Me he referido a las fuerzas que arrasaron y mutilaron cientos y cientos de vidas en Jenin, como si fuera el pueblo de Israel. No lo es. Ése no puede ser el pueblo de Israel; no puede ser el heredero de la estrella de David.


Ese pueblo que celebró el reconocimiento como Estado autónomo, por parte de las Naciones Unidas, en 1947, no puede ser que hoy le esté negando el mismo derecho a otro pueblo, derecho consagrado por un acuerdo de las Naciones Unidas a la existencia de un Estado palestino. Los palestinos tienen derecho a existir como Estado.


No lo es, porque ese mismo pueblo está aborreciendo el sistema y los métodos utilizados para zanjar los problemas que, efectivamente, existen. Basta referirse a aquella cantante popular israelita que ha actuado para el ejército en otras ocasiones bélicas, quien hoy en forma rotunda se ha negado a hacerlo por vergüenza ante las atrocidades y las injusticias cometidas contra el pueblo palestino.


Como dije al comienzo, no tengo ningún prejuicio contra Israel. Más aún, cuando era alcalde de Arica, tuve la oportunidad de visitar algunas de sus ciudades, donde fui recibido con gran atención y maravillado con los adelantos de la agricultura en el desierto. Para mayor abundamiento, producto de convenios y acuerdos, una avenida de Eilat, hermoso balneario judío en el Mar Rojo, en el golfo de Akaba, en la frontera entre Jordania y Egipto, lleva el nombre de Arica, y una avenida de la ciudad de Arica ostenta el de Eilat. Entonces, no me anima otro espíritu que mis convicciones y valores.

Algunos podrán decir que las acciones emprendidas con la mal llamada operación “Muro de defensa”, ideada, planificada y llevada a cabo bajo el mando particular de Ariel Sharon, tiene su correspondencia y justificación en los atentados de extremistas palestinos y sus fanáticos suicidas. Si entramos a la espiral de las justificaciones, desde el crimen de Caín sobre su hermano Abel, según el relato bíblico, hasta nuestros días, todo tendría una excusa, una explicación, incluidas Hiroshima y Nagasaki.


No puede haber justificación alguna cuando un ejército regular -uno de los mejores entrenados y dotados del mundo- asalta, bombardea, destruye y arrasa a un grupo de refugiados con nulo poder de fuego y capacidad de respuesta, pero con una gran capacidad de resistencia, que no la da ni las armas ni los entrenamientos, sino las convicciones y seguridad de un derecho inalienable, como resistió anteriormente el pueblo judío.


El nombre de la operación “Muro de defensa” me recuerda otro muro que, por fortuna, ya no existe gracias a la presión mundial y a las luchas libertarias. Las prácticas y los discursos de Ariel Sharon contra la existencia del Estado palestino me traen a la memoria el nefasto pensar y accionar del líder del nacionalsocialismo, derrotado absolutamente por las fuerzas aliadas y el mundo entero.


Como dato ilustrativo y objetivo, el enviado especial de la Organización de las Naciones Unidas denunció que el campo de refugiados palestinos de Jenin, en Cisjordania, fue escenario de horrores que superan el entendimiento humano. Está todo destruido, dijo. Es como si hubiera sucedido el terremoto más grande de que se tenga memoria.


Las naciones del mundo, sus presidentes, sus asambleas parlamentarias, sus organizaciones políticas, ¿seguirán esperando otro Jenin para denunciar y condenar a las autoridades israelitas? ¿Tendremos que buscar un director de cine palestino para que nos muestre una “Lista Palestina” que nos haga remecer las conciencias y asumir las atrocidades cometidas en nombre de una nación, como lo hiciera Steven Spielberg con su “Lista de Schindler”?


En nombre de la bancada del Partido Socialista, por intermedio de la Cámara de Diputados, como asamblea democrática de Chile, solicito enviar oficio a don Ricardo Lagos, Excelentísimo Presidente de la República, a fin de pedirle un pronunciamiento oficial y público que aborde el derecho de la libre determinación de los pueblos a decidir sus propios destinos, derecho que le asiste al pueblo palestino para constituirse en un Estado autónomo, reconocido por las Naciones Unidas; que condene los excesos y atrocidades cometidos por las autoridades israelitas, y la aceptación del gobierno de Ariel Sharon para el ingreso de las comisiones necesarias enviadas por las Naciones Unidas para investigar lo sucedido en el campo de refugiados palestinos de Jenin.

Jenin, sus hombres, mujeres y niños, vilmente asesinados, estarán allá para abofetearnos por la indiferencia o indolencia ante tamaña mancha de sangre que sigue mojando las arenas del desierto, con el riesgo seguro de que un viento las arrastre y nos empiece a molestar en los ojos, hasta dejarnos ciegos: ciegos ante la barbarie, la crueldad e intolerancia; ciegos hasta que lo suframos en carne propia.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

 

DISTORSIÓN DE MERCADOS INTERNACIONALES POR INCREMENTO DE SUBSIDIOS.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.

 


El señor RECONDO.- Señor Presidente, el sector agrícola y sus afines, en especial el que practica la agricultura tradicional, y quienes los representamos en el Congreso, desde hace tiempo venimos reclamando la creación de las condiciones necesarias para que puedan acceder a la competencia leal con sus pares de los países desarrollados. Ello se debe a las grandes distorsiones que se dan en los mercados internacionales con el trigo, la carne y los productos lácteos, principalmente.


La semana pasada, nos enteramos por la prensa de que la Cámara de Representantes de Estados Unidos -país que representa la economía más grande del mundo- aprobó un proyecto de ley que incrementa en 180 mil millones de dólares adicionales los subsidios que se entregan a los granjeros. Esa iniciativa, que luego pasará al Senado, constituye una incongruencia atroz, pues Estados Unidos, por una parte, se declara el artífice de la libre competencia en el mundo y, por el otro, aprueba proyectos que involucran cantidades de recursos inalcanzables para los países latinoamericanos, por ejemplo, con los cuales subsidia a sus productores y genera una distorsión aún mayor que la conocida en los mercados internacionales.


A este hecho, debemos sumar el fuerte incremento a la agricultura establecido por la Unión Europea en el presupuesto de este año, el otro grupo de países que subsidia muy fuertemente su agricultura. El aumento es de 793 millones de dólares más, con lo que completa 41.500 millones de dólares de subsidio. En vez de ir desmontando los subsidios, año a año se incrementan en cuantiosas cantidades, lo cual constituye una incongruencia con las exigencias que se hacen a los países latinoamericanos en desarrollo de liberalizar cada día más sus comercios. Es una actitud absolutamente contraria de países que dicen ser los adalides del libre comercio.


En este punto, también visualizamos una inconsistencia del Gobierno, particularmente de las autoridades de los Ministerios de Hacienda y de Agricultura. En forma reiterada hemos visto que el Ejecutivo intenta regular, a través de leyes especiales, todas aquellas actividades económicas en las que no se garantiza la libre competencia. Así ha ocurrido en los servicios públicos: eléctrico, telefonía, sanitario, etcétera.


Pero en un sector donde claramente no se garantiza la libre competencia, por la enorme distorsión que existe en los mercados internacionales a causa de los crecientes subsidios en esos países, es en el agrícola. El Gobierno se niega a regular en nuestro país la posibilidad de ejercitar la libre competencia, la cual, sin duda, no existe cuando en el mundo circulan grandes volúmenes de productos agrarios subvencionados.


Ante esta inconsistencia, reclamamos del Gobierno asumir una realidad que presenciamos día a día y que hoy se torna dramática con el incremento del subsidio en 180 mil millones de dólares, según lo establecido en una iniciativa despachada por el Congreso de Estados Unidos.


Una segunda preocupación. ¿Qué fundamenta la diligencia del Gobierno de Chile en concurrir a un acuerdo con la Unión Europea de libre comercio y de otras materias, cuando lo que menos existe en el área agrícola es libre comercio? Por un lado hablamos de tratados de libre comercio que abrirán fronteras para que los productos chilenos puedan llegar a mercados aparentemente atractivos, y por otro, vemos en aquellos Estados que pretenden firmar un acuerdo con Chile, sobre todo en uno tan poderoso como Estados Unidos, el aumento de subsidios que apuntan exactamente en el sentido contrario: a perjudicar las posibilidades de exportación de productos de la agricultura chilena. Además, nos parece que esta inconsistencia se agrava con la profusa difusión que el Gobierno se ha apresurado en hacer acerca de los beneficios de un tratado de libre comercio con la Unión Europea, que aún no conocemos en detalle. Me atrevo a anticipar que una vez más estamos pecando de ingenuidad frente a los crecientes subsidios que día a día incorporan Estados Unidos y los países de la Unión Europea a sus productos, lo que afecta directamente las posibilidades de la agricultura chilena.


He dicho.

 

CONSTRUCCIÓN DE OBRAS VIALES EN IQUIQUE. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Pérez.

 


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señor Presidente, Iquique está unido a la Panamericana Norte por una ruta de 45 kilómetros compuesta de sólo dos pistas, vías que se tornan insuficientes para el flujo vehicular de una arteria que comunica al resto del país con una ciudad puerto, en la que, además, existe gran intercambio comercial por la zona franca y la minería.


Durante años, tanto carabineros como bomberos han debido concurrir a dicha arteria a raíz de algún accidente, lo que ha colapsado la normal circulación de vehículos por el sector. Además, esta ruta conecta a Iquique con el sector de Alto Hospicio, localidad que ha visto incrementada considerablemente su población, tanto es así que se contempla transformarla en una nueva comuna.


Una solución para evitar esas dificultades de tránsito sería construir, mediante el sistema de concesiones, cuatro pistas entre Humberstone e Iquique. Como es un recorrido tan corto, se supone que ninguna empresa se interesaría en este proyecto, por lo que estimo conveniente construir, junto con esta obra, un nuevo acceso al puerto, proyecto sobre el cual existen estudios de prefactibilidad e incluso expropiaciones. Con ello se evitaría que los camiones de las empresas mineras siguieran circulando -como habitualmente lo hacen- por el centro de la ciudad.


Para hacer aún más atractivo el proyecto, debería agregarse la construcción de cuatro pistas hacia el aeropuerto de Iquique, arteria que, al igual que el acceso por la Panamericana, cuenta con sólo dos pistas, por lo que se encuentra totalmente colapsada.


La proposición se basa en que, al reunir estos tres proyectos, las grandes empresas que actualmente efectúan obras en distintas partes del país, se podrían interesar en ejecutarlos mediante el sistema de concesiones, pues, desde el punto de vista económico, les significaría la recuperación de la inversión realizada.


Por lo expuesto, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas para que evalúe esas propuestas y licite la ejecución de dichas obras, lo que permitirá colocar a Iquique, en el ámbito caminero, en condiciones similares a las existentes en el resto del país, ya que esa ciudad ha adolecido permanentemente de falta de inversiones en la materia.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

 

NOTAS DE FELICITACIÓN A CLUBES DE LEONES, A LIONS INTERNATIONAL Y A PERIÓDICOS DE LA SEGUNDA REGIÓN.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Escobar.

 


El señor ESCOBAR.- Señor Presidente, hace dos semanas tuvimos oportunidad de conocer una maravillosa labor realizada por los clubes de Leones de Chuquicamata, Calama y Tocopilla y por Lions International en las provincias de El Loa, Tocopilla y en el resto de la Segunda Región, que beneficia, sólo en las dos primeras, a cerca de 30 mil personas.


Se trató de una atención oftalmológica que no sólo incluyó el chequeo de la vista de miles de personas, sino que también la entrega de lentes e, incluso, operaciones.


Cuando instituciones como estos clubes desarrollan una labor tan espectacular y profunda, que favorece directamente a personas de escasos recursos, es necesario darla a conocer en el país y, obviamente, en esta Corporación.


Pido que se haga llegar una nota de agradecimiento y de felicitación a estos tres clubes de leones y a Lions International por el trabajo realizado, que espero se siga desarrollando.


En otro ámbito, hace pocos días los diarios “La Estrella”, de Antofagasta; “La Estrella”, de El Loa, y “La Prensa”, de Tocopilla, celebraron un aniversario más.


Por la brillante labor desarrollada en el área de las comunicaciones, pido que se les haga llegar una nota de felicitación.


He dicho. 

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán las notas a los clubes de leones, a Lions International y a los diarios de la región.

 

ACTUALIZACIÓN DE REGLAMENTO SOBRE DEPÓSITOS FRANCOS DE AEROPUERTOS. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lorenzini.
 


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, hace un rato un colega hablaba de la libre competencia. Bueno, espero que ella funcione efectivamente. 


En julio de 1960 -su Señoría debe saberlo, pues viaja a su distrito en avión-, cuando Lan-Chile era del Estado y estábamos por promocionar el desarrollo nacional, las inversiones, etcétera, se dictó un reglamento que creó los depósitos francos para los aeropuertos internacionales, reglamento al que en 1980 se le hicieron pequeñas modificaciones. 


Usted dirá: ¿para qué nos cuenta esto? Porque hoy, cuando han pasado 41 años, Lan-Chile, empresa privada, utiliza estos depósitos francos en el aeropuerto y no paga ni un cuesco, como se dice.


¿Sabe cuánta mercadería vende al mes en sus aviones? Más de un millón de dólares, y no paga por eso.


¿Cuándo se había visto en Chile disponer de depósitos francos para particulares, exentos de impuestos? Si ya casi no van quedando depósitos francos; por la competencia en los últimos años, esto ha cambiado.


La liberación total de impuestos en depósitos francos tiene nombre y apellido. En la lista que tengo aquí, correspondiente al movimiento de 2001, se registran casi 5 millones de bultos y el 99 por ciento es de LAN. Están todas las líneas áreas del mundo. En kilos, el 73 por ciento fue de LAN, y en valores, de 300 millones de dólares 262 millones son de LAN. ¡Qué curioso! Han pasado cuarenta años y en Aduana nadie revisa esto. 


El tema surge cuando alguien objeta una multa, y aquí tengo un formulario del Servicio Nacional de Aduanas del 28 de junio de 2001, en el cual dice que, según interpretación de los antecedentes y de lo que significan los depósitos francos, no le corresponde este beneficio a una serie de elementos, con un valor aduanero superior al millón de dólares, por lo que debe pagarse 329 mil dólares.


¡Que alguien me conteste si lo han pagado! A los pocos meses, el director nacional de Aduanas -no sé si volará gratis por LAN-, que pertenece a la Concertación, específicamente a la Democracia Cristiana, firmó un certificado interno, de la asesoría jurídica, que establece que estos depósitos francos son para todos aquellos bienes que se utilizan y se extinguen durante el vuelo del avión. Como se estaba cobrando por otras cosas, aclara que también podría interpretarse que se trata de otras comidas y elementos. Esto está bien, pero por todo lo que se vende arriba, cigarrillos, whisky y perfumes, en todos los países del mundo se paga; aquí no. ¿Será que el director nacional de Aduanas es amigo de LAN Chile? Una vez más estamos viendo funcionarios públicos que avalan negocios privados, y nada menos que por 300 millones de dólares al año. Sin embargo, no tenemos plata para enfrentar el problema del desempleo. Cuando pedimos veinte millones o treinta millones de dólares para proporcionar quince mil o veinte mil empleos, el ministro dice: “¿De dónde saco la plata para eso, señor diputado?” ¡De aquí pues, ministro! Usted es el jefe del director nacional de Aduanas.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Hacienda para que explique por qué desde el año 1960 no se le introducen modificaciones de fondo a la reglamentación de los depósitos francos. Además, que nos diga qué significa este informe Nº 25, firmado por la Subdirección Jurídica del Servicio Nacional de Aduanas, de 29 de octubre de 2001, en que don Rolando Fuentes -y aparece un “timbrecito”- dice que estas cosas, en la interpretación amplia, no tendrían por qué pagar. Y se está refiriendo sólo a la empresa privada LAN Chile, con nombre y apellido. Esto fue ratificado por la circular Nº 342, firmada por el señor director de Aduanas el 13 de noviembre de 2001. ¡Para que después no digan que hablamos sin antecedentes, aquí tengo esos documentos! Y quiero que me informen si este cargo Nº 172, de 28 de junio de 2001, cobrado a LAN Chile por US$ 329.322, fue pagado.


Pido que el ministro de Hacienda le dé una respuesta a la gente. No hay plata para los desempleados, pero sí para que una empresa privada como Lan Chile -que sabemos lo que produce y a quién pertenece- circule por el país teniendo depósitos francos donde no paga nada.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado al señor ministro de Hacienda, con copia al director nacional de Aduanas y la adhesión de los diputados que así lo indican.

 

TRAGEDIA EN CALETA BUILL, COMUNA DE CHAITÉN. Notas de condolencia y oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Ascencio.

 


El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, el viernes pasado ocurrió una tragedia en la caleta Buill, comuna de Chaitén. Un aluvión cayó sobre dos viviendas, lo que provocó la desaparición de doce personas.


Ayer asistimos a los funerales de José Osvaldo Catín Pérez, de Rosa Marina Catín y de sus hijos Martín, Bastián y Javiera Catín Catín. Siguen desaparecidos aún Victoriano Catín, Socratina Muñoz y sus hijos Vilma, Vladimir, Erasmo, Pablo, un nieto, y Patricia Catín Vivar, una sobrina.


Fue una tragedia muy dolorosa, que revela la situación en que viven y hacen patria muchos chilenos en plena cordillera y lugares muy apartados, como Chaitén, Palena, Futaleufú o sectores como Hualaihué. 


La vida en esa localidad es muy dura y esta tragedia vuelve a poner en el tapete la discusión respecto de qué podemos hacer para mejorar la calidad de vida de nuestros colonos.


Señor Presidente, solicito que la Cámara de Diputados envíe una nota al alcalde de Chaitén para que, a través de la municipalidad, haga llegar nuestras condolencias a don Uberlindo Catín, en representación de las familias de las víctimas, y a la comunidad de Buill.


También pido que se oficie al ministro de Vivienda con el objeto de que disponga los recursos que sean necesarios y dé las instrucciones que correspondan a fin de construir un villorrio en la localidad de Buill, con el propósito de que todas aquellas familias que están en situación de riesgo por fenómenos de la naturaleza puedan tener sus viviendas en un lugar más seguro.


Asimismo, solicito que se oficie al subsecretario del Interior para que destine los recursos e instruya la realización de un catastro de todas las familias que habitan y están en situación de riesgo en los faldeos precordilleranos como Chaitén, Palena, Futaleufú y Hualaihué. Además, que nos indique qué podemos hacer para que estas personas puedan seguir colonizando esos lugares, pero con seguridad.


Mucha gente y servidores públicos participaron en la búsqueda de los cuerpos. Por ello solicito oficiar al superintendente de Bomberos de Chile con el objeto de que haga llegar nuestros agradecimientos a los bomberos de Chaitén.


También pido que se oficie a la señora ministra de Defensa para que transmita nuestro reconocimiento al Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros, especialmente al general de la Tercera Brigada Aérea, con asiento en Puerto Montt, don Ricardo Klima Weisskoff; al comandante de la guarnición de Chaitén, teniente coronel señor Pedro Vásquez; al comandante de la patrullera “Cabrales”, de la Armada Nacional, señor Cristián Figari, y al prefecto de Carabineros de Chiloé.


Por último, mi agradecimiento a los pescadores artesanales y a los vecinos de ese lugar porque, gracias a su solidaridad, fuimos capaces de reconfortar a las familias de las víctimas y de ayudar en la búsqueda de los cuerpos.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

 

DENUNCIA EN CONTRA DE CHILE ANTE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE COMERCIO. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

 


El señor OJEDA.- Señor Presidente, hoy los medios de comunicación informan de una manera bastante alarmante sobre la actitud de algunos países respecto de la aplicación de subsidios en la producción agrícola.


Se dice que Estados Unidos aumenta el proteccionismo agrícola, ya que, de acuerdo con lo establecido en un proyecto de ley aprobado por el Congreso, destinará 180 mil millones de dólares a subsidios para sus granjeros.


Del mismo modo, los subsidios en los países de la Unión Europea serán elevados en 79 mil millones de dólares. Esto es preocupante y un contrasentido frente a lo que está ocurriendo con nuestro país. La República Argentina interpuso ante la Organización Mundial de Comercio un reclamo en contra de Chile por la aplicación de subsidios y solicitó la eliminación de las bandas de precios para el aceite, el azúcar y el trigo, lo que constituye un absurdo respecto de lo que está sucediendo en el mundo. 


Esa Organización acogió la petición, luego que un panel de expertos en la materia se constituyera en la misma organización para conocer del reclamo argentino, al que le encontró la razón.


Argentina registra una exportación de esos productos a nuestro país por más de 100 millones de dólares, y nos ha acusado de aplicar salvaguardias o sobretasas arancelarias de hasta un 40 por ciento, más allá del 31,5 por ciento que permite la Organización Mundial de Comercio.


Hemos sido muy críticos respecto de los subsidios de los países exportadores y de la excesiva importación de productos extranjeros que distorsionan nuestro mercado interno. 


De ratificarse la resolución del panel de la Organización Mundial de Comercio, nuestra producción se verá seriamente afectada. Un tercio de los 90 mil productores de trigo deberán terminar con esa actividad si no se revierte el acuerdo de esa Organización. Los precios del trigo y del aceite caerán entre un 8 y un 10 por ciento, y su producción se desplomará en un 28 y en un 54 por ciento, respectivamente.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor diputado.

 


El señor OJEDA.- Concluyo diciendo que la resolución negativa para nuestro país de la OMC influirá en la caída del empleo en la industria molinera en 35 por ciento, y en la aceitera, en 60 por ciento. Respecto del trigo, los márgenes de utilidad neta de esa industria se pueden desplomar hasta en un 90 por ciento.


En cuanto al cultivo del trigo, podría generarse un decrecimiento del 35 por ciento, de 370 mil hectáreas a 244 mil. En cuanto al azúcar, el impacto será mayor. El 90 por ciento de los productores quedará fuera del negocio y habrá una caída del 28 por ciento en los precios.


Solicito, entonces, que se oficie al ministro de Agricultura con el objeto de que nos informe sobre los pasos que se han dado para reclamar ante la Organización Mundial de Comercio y para que dé a conocer los argumentos entregados por nuestro país.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

 


El señor OJEDA.- Señor Presidente, quiero reclamar porque no se me otorgó el tiempo que correspondía. Como jefe de bancada hice llegar a la Mesa la lista de diputados que iban a intervenir y los tiempos asignados. Pido equidad en los tiempos de las intervenciones.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Señor diputado, se ha tratado de acortar los discursos de los diputados que anteriormente hicieron uso de la palabra. Le hago presente que ocupó exactamente tres minutos y treinta segundos, es decir, medio minuto menos del tiempo que solicitó su Señoría.

 

CONSTRUCCIÓN DE EMBALSE LA PUNILLA EN COMUNA DE SAN FABIÁN. Oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, después del anuncio de un posible acuerdo con la Unión Europea, es necesario que Chile se adelante a lo que pueda suceder para que los sectores de la agricultura tradicional no se vean afectados.


Pido que se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para que, en uso de sus facultades y de acuerdo con los compromisos que contrajo cuando era ministro de Obras Públicas -en 1995, cuando señaló que si gastábamos miles de millones de pesos en los estudios era porque se iba a ejecutar- priorice la construcción del embalse La Punilla, en la comuna de San Fabián, de la provincia de Ñuble.


Si vamos a adquirir compromisos con la Unión Europea, también se necesitará agua para reconvertir la agricultura campesina tradicional de subsistencia. Si no se actúa ahora, cuando queramos tomar una decisión sobre esas obras, a lo mejor será muy tarde.


Por eso pido que se oficie al Presidente de la República, al ministro de Obras Públicas y a los ministros que integran la Comisión de Riego para que se disponga la pronta ejecución de obra.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

 

AUDITORÍA A LOS HOSPITALES DEL SISTEMA PÚBLICO DE SALUD. Oficio.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.

 


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, en la prensa de los últimos días hemos visto cómo se han difundido profusamente temas que se vinculan fuertemente con la probidad en los establecimientos hospitalarios. Hablo del sistema público de salud y de un informe que se habría dado a la prensa hace un par de días por la Contraloría General de la República, en el cual quedan en evidencia escandalosos pitutos en los 16 hospitales auditados.


Pido que se oficie al ministro de Salud, señor Osvaldo Artaza, a fin de que pida a la Contraloría General de la República que audite todos los hospitales del sistema público, porque si se auditó a dieciséis y en el ciento por ciento de ellos se detectaron problemas, aplicando las estadísticas podemos concluir que la Contraloría encontrará altísimo porcentaje de irregularidades en el resto de la red de hospitales públicos.


Por lo tanto, reitero mi solicitud para que se oficie al ministro a fin de que pida al contralor general, estando consciente de las limitaciones de nuestra Contraloría, que se audite el ciento por ciento de los hospitales del país, en términos de gestión, y que no nos enteremos por la prensa sólo de lo que sucede con los 16 hospitales mencionados, en particular en el Hospital San José y en la famosa cama 8, en el de Rancagua o en el de mi región de Coihaique, en el cual también se menciona que ocurren graves problemas.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo solicitan.

 

APOYO A DEMANDAS DE FUNCIONARIOS DEL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN. Oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Tuma.

 


El señor TUMA.- Señor Presidente, los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación iniciaron ayer un proceso de movilizaciones, mediante un paro de actividades, ante la lentitud con que algunos funcionarios públicos han comenzado a analizar un anteproyecto que mejora las remuneraciones de estos servidores del Estado.


Existe conciencia a nivel nacional de que dicho servicio es el que ha tenido mayores éxitos en su proceso de modernización, con la incorporación de nuevas tecnologías de la información, que lo ponen a la cabeza a nivel iberoamericano en cuanto a sistemas de registro de datos personales y oficiales.


Ha quedado atrás el tiempo en que para sacar cédula de identidad o hacer un trámite en esas oficinas había que realizar un largo peregrinaje, levantarse a las seis de la mañana, hacer largas colas y volver en forma reiterada durante una o dos semanas para conseguir lo solicitado.


Hoy, el Servicio de Registro Civil e Identificación es modelo y ejemplo en Latinoamérica y, por supuesto, en nuestro país, respecto de cómo se atienden las demandas de la comunidad.


Sin embargo, en la actualidad más del 60 por ciento de los funcionarios de ese servicio, que tiene presencia a lo largo de todo el país, incluso en zonas aisladas y alejadas de centros urbanos -difícilmente otro servicio del Estado tiene su cobertura- percibe una renta igual o menor a 140 mil pesos mensuales, suma que, obviamente, es del todo insuficiente para satisfacer las necesidades mínimas de mantención de una familia.


Traigo a colación el tema porque, al parecer, se ha ido olvidando el denominado acuerdo sobre nuevo trato laboral, suscrito el 5 de diciembre del año pasado entre el Gobierno, representado por los ministros de Hacienda y del Trabajo, y la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, Anef, el cual, en su primer considerando, destaca la relevancia de la tarea de profundización y avance en la reforma y modernización de la Administración Pública, y luego establece un conjunto de compromisos con el personal público, que van desde mejoras en las condiciones de trabajo hasta el establecimiento de asignaciones de desempeño y aumento gradual de remuneraciones.


Resulta absolutamente contradictorio que los funcionarios sobre los cuales ha recaído el peso de la modernización -con la incorporación de nuevas tecnologías informáticas y telemáticas, lo que ha sido posible gracias al esfuerzo de capacitación de estos servidores del Estado- se encuentren en su gran mayoría entre los empleados públicos peor rentados del país. Esta desigualdad e inequidad entre rentas y desempeño profesional nos parece una aberración que es menester superar a la brevedad.


Solicito que se oficie en mi nombre, con copia de mi intervención, a la asociación gremial de esos funcionarios y a la Anef, con mi saludo solidario.


Además, pido oficiar a los ministros de Justicia y de Hacienda para destacar la importancia y la necesidad de estas demandas que se legitiman por la mejora de los estándares de los servicios que a diario se prestan a la población y por la eficiencia lograda por estos trabajadores chilenos en el cumplimiento de sus importantes y delicadas funciones públicas.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los señores diputados que así lo solicitan.

 

APLICACIÓN DE NUEVO SISTEMA DE PAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA EN LA ZONA SUR. Oficios.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

 


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, sabido es que existe un nuevo sistema de pavimento asfáltico con sal. 


Solicito que se oficie a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para que me informe acerca de la factibilidad de aplicar este sistema en la zona sur del país.


De ser así, y debido a su bajo costo, pido que se incorpore el nuevo sistema, que nos llevará seguramente a una modernidad adelantada, en las regiones Décima de Los Lagos, Undécima y, a lo mejor, en la Novena para reemplazar la pavimentación participativa que se lleva a cabo en la actualidad.


He dicho.

 


El señor VILLOUTA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo solicitan.


Por haber cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.

 


-Se levantó la sesión a las 14.38 horas.
 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

